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			1 Introducción

			Este trabajo aborda las novedades jurisprudenciales y normativas relativas al régimen jurídico del euskera producidas en el segundo semestre del año 2023. En el período objeto de análisis destacan dos pronunciamientos del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco (TSJPV) que anulan 13 artículos del Decreto 179/2019, de 19 de noviembre, sobre normalización del uso institucional y administrativo de las lenguas oficiales en las instituciones locales de Euskadi.1 Uno de estos fallos surge como consecuencia del recurso interpuesto por el partido político Vox, mientras que el otro fue interpuesto a instancia del Partido Popular. Se realiza un análisis crítico de estas sentencias que evidencia las flaquezas jurídicas de sus argumentos. Estas dos sentencias del TSJPV se producen tras publicarse la Sentencia del Tribunal Constitucional 85/2023,2 que estimó parcialmente la cuestión de inconstitucionalidad planteada por la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJPV (a instancias del recurso interpuesto por Vox contra el Decreto 179/2019) y en la que se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso “que pueda alegar válidamente el desconocimiento del euskera” del artículo 6.2 de la Ley 2/2016, de 7 de abril, de Instituciones Locales de Euskadi.3 Esta sentencia, que contiene un interesantísimo voto particular, será objeto de comentario en la sección correspondiente de este número de la Revista de Llengua i Dret, Journal of Language and Law.

			El artículo también analiza las novedades legislativas producidas y destaca la aprobación de la Ley 20/2023, de 21 de diciembre, Reguladora del Régimen de Subvenciones,4 que contiene interesantes referencias relativas a la normalización del uso del euskera en la actividad de fomento. El artículo concluye con una reflexión final.

			2 Análisis jurisprudencial

			En este apartado se comentan una serie de sentencias relativas al régimen jurídico del euskera. Los temas abordados por los fallos objeto de comentario son diversos. Abarcan cuestiones como la anulación de varios preceptos del Decreto 179/2019 o aspectos vinculados con el alcance de la negociación colectiva y perfiles lingüísticos en las relaciones de puestos de trabajo (RPT). También ha habido fallos relacionados con la enseñanza y las lenguas oficiales (en concreto, el alcance de la exención de la evaluación de conocimientos del área de lengua y literatura vasca en la educación). Finalmente, se comentan sentencias que nuevamente inciden en aspectos relativos a la contratación pública y las cláusulas lingüísticas incluidas en los pliegos de contratación.

			2.1 Sentencias que anulan varios artículos del Decreto 179/2019, de 19 de noviembre, sobre normalización del uso institucional y administrativo de las lenguas oficiales en las instituciones locales de Euskadi

			2.1.1 Vox contra el Decreto 179/2019, de 19 de noviembre, sobre normalización del uso institucional y administrativo de las lenguas oficiales en las instituciones locales de Euskadi: Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 1797/2023, de 28 de septiembre de 2023

			Esta sentencia5 aborda el recurso que interpuso el partido político Vox contra ciertos preceptos de la Ley 2/2016y del Decreto 179/2019. La demanda pretendía que el TSJPV suscitase cuestión de inconstitucionalidad respecto del artículo 6 de la Ley 2/2016 y que se anulasen los artículos 1.2.b, 5.1, 12, 13, 17, 24.3, 33.2 y 35 del Decreto 179/2019. 

			Como es sabido, el TSJPV planteó cuestión de inconstitucionalidad contra la Ley 2/2016, y el Tribunal Constitucional (TC), en la STC 85/2023 declaró inconstitucional el inciso “que pueda alegar válidamente el desconocimiento del euskera” del artículo 6.2 de dicha ley. Recuérdese que el artículo objeto de controversia disponía lo siguiente: 

			Las convocatorias, órdenes del día, mociones, votos particulares, propuestas de acuerdo, dictámenes de las comisiones informativas, acuerdos y actas de los órganos de las entidades locales podrán ser redactados en euskera. Esta facultad podrá ejercerse, en los supuestos anteriormente mencionados, siempre que no se lesionen los derechos de ningún miembro de la entidad local que pueda alegar válidamente el desconocimiento del euskera, sin perjuicio de lo previsto en la Ley 10/1982, de 24 de noviembre, básica de normalización y uso del euskera. 

			Una interpretación detenida del precepto sugiere que su verdadero propósito era establecer un límite al uso normalizado del euskera, y no, como interpretaría el TC, restringir la libertad de uso del castellano o del euskera por parte de los miembros de la corporación.6 En cualquier caso, la STC 85/2023 declaró la inconstitucionalidad del inciso en cuestión.7

			Aquel precepto de la Ley 2/2016 fue desarrollado por el artículo 18.1 del Decreto 179/2019, que disponía lo siguiente:

			Las convocatorias, órdenes del día, mociones, votos particulares, propuestas de acuerdo, dictámenes de las comisiones informativas, acuerdos y actas de los órganos de las entidades locales, así como el resto de la documentación municipal podrá ser redactada en euskera, de acuerdo con lo que al respecto disponga la normativa aprobada por cada entidad local. En caso de que la utilización del euskera o del castellano para la redacción de dicha documentación pudiera lesionar los derechos de algún miembro de la entidad local que pudiera alegar válidamente el desconocimiento de la lengua utilizada, se le proporcionará una traducción a la otra lengua oficial.

			Este precepto trata de garantizar que, en caso de desconocimiento de la lengua oficial en que conste la documentación, se proporcionará una traducción a la otra lengua. El enfoque del precepto cobra sentido en un contexto de la racionalización de la traducción. Ahora bien, el TSJPV determina que la parte del precepto que afirma que quien pueda “alegar válidamente el desconocimiento de la lengua utilizada” es inconstitucional, por ser una disposición similar a la que el TC declaró inconstitucional en la STC 85/2023.8 

			El enfoque general del TSJPV es que no cabe prever ningún tipo de preferencia favorable al euskera. Ahora bien, el tribunal parte de que ambos idiomas tienen plena validez jurídica en las actuaciones de las entidades locales. Esta equiparación se evidencia, según el TSJPV, en la expresión “como el castellano” del artículo 6 de la Ley 2/2016, que no fue considerada inconstitucional por parte del TC en la STC 85/2023. El TSJPV entiende que esto sugiere que se les otorga un estatus similar a ambas lenguas, por tanto, el tratamiento reglamentario debe ser equilibrado.

			En esta línea y con relación al término “uso normal y general” del euskera presente en algunos preceptos del Decreto 179/2019 (concretamente en los artículos 12 y 24.3), el tribunal destaca que la expresión “y general” se refiere a que el uso de la lengua oficial no se limita a un sector específico de la actividad local, sino que se extiende a todas las actividades de las entidades locales. El TSJPV resalta que el TC afirmó que el uso normal y habitual de una lengua en todos los ámbitos de la vida es lo que permite calificarla como oficial. En este sentido, el adjetivo general se debe interpretar como equivalente a habitual, lo que sugiere que el uso de la lengua no está restringido a un área específica, sino que se extiende a todas las actividades. Esto implica, según el TSJPV, que tanto el euskera como el castellano deben ser utilizados de manera general y habitual en todos los ámbitos de la Administración local, sin privilegiar a uno sobre el otro. De acuerdo con esa interpretación, el TSJPV va a considerar acordes al régimen de doble oficialidad aquellos preceptos que no favorecen el uso de una lengua oficial, y se decanta por entender contrarios a la Constitución española (CE) aquellos otros que contienen un trato favorable al euskera. Seguidamente se dará cuenta de la argumentación seguida para pronunciarse sobre la adecuación a esa interpretación de los preceptos impugnados.

			Una cuestión previa que llama la atención de esta sentencia del TSJPV es que tiende a anular todos los preceptos del Decreto 179/2019 que hacen referencia a la “situación sociolingüística del municipio”. Y lo hace sobre la base de considerar que ello habilita a las corporaciones locales a hacer uso exclusivo del euskera. Este enfoque preventivo no resulta adecuado a la normativa de más alto rango vigente, en la medida que el Estatuto de Autonomía de Gernika9 refiere, explícitamente, “la diversidad socio-lingüística” como fundamento y punto de partida del proceso de normalización lingüística (art. 6.2). La adecuación a la diversidad sociolingüística no es más que un criterio de proporcionalidad de las medidas de política lingüística, que exigiría un atemperamiento de los criterios en atención al nivel de conocimiento del euskera de la población a la que sirve cada Administración pública. Es por ello por lo que el punto de partida es ciertamente cuestionable. 

			
					Adaptación del lenguaje a las características de las personas destinatarias

			

			La demanda impugnó el artículo 7.3 del Decreto 179/2019 que disponía lo siguiente:

			El uso formal en el ámbito exclusivamente local se adaptará, si resultara necesario, a las características dialectales y sociales de los y las hablantes de esa comunidad a los que se dirige cada situación comunicativa, adecuándose los textos a los contextos. 

			En este punto, el TSJPV no observa ninguna preferencia hacia el euskera y rechaza la impugnación del precepto, argumentando que el apartado 3 simplemente indica que el uso del euskera debe adaptarse a las peculiaridades presentes en la comunidad correspondiente. No establece que el euskera deba ser utilizado exclusivamente en ciertas áreas; más bien, especifica que, cuando se utilice este idioma, debe ajustarse a las características dialectales y sociales de sus destinatarios.10

			
					Objetivo de la planificación lingüística

			

			El artículo 9.2 del Decreto 179/2019 disponía lo siguiente: 

			La planificación lingüística se dirigirá a posibilitar que las actuaciones municipales puedan desarrollarse en euskera. A tal efecto adoptarán medidas tendentes al funcionamiento del municipio en euskera, especialmente en los espacios vitales del euskera. 

			Este artículo es anulado por el tribunal argumentándose que: “el apartado nº 2 [...] no deja duda de su finalidad, esto es, que en el municipio se termine utilizando únicamente el euskera y esto supone excluir la utilización del castellano”.11 El enfoque del TSJPV no se comparte, en primer lugar, por su carácter preventivo. En segundo lugar, porque el objetivo del precepto anulado era determinar el objetivo de normalización lingüística de forma anudada a la competencia municipal sobre esta materia, haciendo posible la utilización normal de esta lengua en sus actuaciones internas (que es la rúbrica del precepto anulado) en los mismos términos que el propio TSJPV ha admitido.

			
					Instrumentos para llevar a cabo la planificación lingüística

			

			El artículo 11 del Decreto 179/2019 es anulado en su totalidad. Este precepto contemplaba los instrumentos de los que se puede servir la política lingüística municipal. Procedemos a reproducirlo:

			Determinaciones e instrumentos.

			1.– Sobre la base de la competencia propia municipal en materia lingüística, los municipios, de acuerdo con su situación sociolingüística, contemplarán, entre otros, y dentro del marco previsto en esta norma, los siguientes aspectos:

			a) Los criterios de uso oral y escrito de las lenguas oficiales en el funcionamiento interno de los órganos de gobierno municipal.

			b) Los criterios de uso oral y escrito de las lenguas oficiales en el funcionamiento interno de los servicios municipales.

			c) El tratamiento del euskera en las relaciones orales y escritas con las personas administradas y con otras instituciones.

			d) El formato lingüístico de los documentos estandarizados.

			e) El tratamiento del euskera en los actos públicos.

			f) El tratamiento de uso de las lenguas en las relaciones con otras administraciones.

			g) El tratamiento del euskera en materia de publicaciones.

			h) El euskera en el paisaje lingüístico y en la rotulación.

			i) Los criterios para las traducciones y la interpretación.

			j) Los criterios lingüísticos a utilizar en la actividad de fomento, de acuerdo con el objeto y naturaleza de las actividades a subvencionar.

			k) Los criterios lingüísticos en la contratación administrativa.

			l) Los criterios lingüísticos en los anuncios, publicidad y campañas publicitarias.

			2.– Los instrumentos en los que se plasmará la política lingüística municipal serán los siguientes:

			a) Planes de normalización lingüística, cuyo contenido se ajustará a las previsiones de su normativa reguladora vigente en cada momento.

			b) Ordenanzas de normalización lingüística: disposiciones de carácter general, con vocación de permanencia, que establecen los derechos y obligaciones en materia lingüística dirigidas a los vecinos y vecinas.

			c) Reglamentos de normalización lingüística: disposiciones de carácter general que regulan la organización y el funcionamiento lingüístico de la entidad local y la lengua en la prestación de los servicios públicos.

			d) Planes de gestión: disposiciones de carácter general que desarrollan algún aspecto del plan de normalización lingüística, con un período temporal inferior a este.

			3.– Para el ejercicio de las competencias reconocidas en materia de euskara, los municipios podrán recurrir, asimismo, a los siguientes instrumentos:

			a) Instrumentos de colaboración funcional, como convenios de cooperación.

			b) Instrumentos de colaboración orgánica, como la participación en mancomunidades, consorcios, asociaciones u otras entidades supramunicipales, así como adoptar otras formas de actuación conjunta con entidades públicas o privadas.

			c) Instrumentos propios de la actividad de fomento, como ayudas y subvenciones, de acuerdo con la normativa básica sobre esta forma de actividad.

			d) Títulos habilitantes para el uso del dominio público.

			e) Instrumentos de contratación administrativa.

			El TSJPV se basa en el siguiente argumento para anular este artículo en su totalidad: al vincular las medidas enumeradas a la situación sociolingüística del municipio, el apartado número 1 del artículo 11 implícitamente reconoce que, en ciertos contextos, el castellano puede ser completamente excluido en favor del euskera. Dado que este apartado sirve como fundamento para los demás, su anulación resulta en la invalidez consecutiva de los restantes.12 

			Es ciertamente sorprendente la debilidad jurídica del argumento utilizado, ya que el TSJPV parece interpretar que la mera referencia a la diversidad sociolingüística implica la exclusión del castellano. Sin embargo, este argumento carece de sustento. Como se ha mencionado, el Estatuto de Autonomía de Gernika es el único en hacer referencia a la diversidad sociolingüística como un parámetro a considerar por parte del legislador al diseñar el proceso de normalización lingüística. El artículo 6.2 del Estatuto establece lo siguiente:

			Las instituciones comunes de la Comunidad Autónoma, teniendo en cuenta la diversidad socio-lingüística del País Vasco, garantizarán el uso de ambas lenguas, regulando su carácter oficial, y arbitrarán y regularán las medidas y medios necesarios para asegurar su conocimiento. 

			Por lo tanto, la consideración de la diversidad sociolingüística debe tenerse en cuenta, debido a que así está previsto en el Estatuto de Autonomía. Esta referencia viene a significar que la normalización lingüística no puede realizarse de forma homogénea, sino que debe ajustarse a la diversidad sociolingüística de las diferentes zonas del país.

			En todo caso, consideramos que el alcance de la anulación del precepto ha de entenderse de forma limitada. Es decir, su anulación no significa que los municipios no puedan diseñar y ejecutar la política lingüística utilizando los instrumentos que refiere la norma, ya que la competencia municipal en la materia ha sido expresamente reconocida por la Ley 2/2016. Lo que resulta criticable es que la anulación se base en meras razones formales e implique un pronunciamiento también preventivo, ya que ninguna ilegalidad se manifiesta en esta habilitación normativa. 

			
					Planificación acorde a la realidad sociolingüística

			

			El artículo 12 es anulado sobre la base de idénticas razones. Este precepto disponía lo siguiente:

			Regulación y planificación del uso de las lenguas oficiales.

			Las entidades locales y demás entidades que conforman el sector público local de Euskadi planificarán y regularán, de acuerdo con su situación sociolingüística, la utilización del euskera como lengua de servicio y lengua de trabajo de uso normal y general en sus actividades, de acuerdo con los criterios contemplados en los siguientes artículos.

			El TSJPV determina que el artículo debe ser anulado porque el precepto adopta la situación sociolingüística de la localidad como único criterio y, por lo tanto, permite la utilización exclusiva del euskera. Esta característica lleva al TSJPV a anular el artículo por “las mismas razones que hemos expuesto respecto del artículo anterior”, es decir el artículo 11. En resumen, el tribunal considera que esta norma tiene el potencial de quebrar “el equilibrio entre ambas lenguas” y permitir “la exclusión del castellano”, lo cual contravendría el artículo 3 de la CE.13

			Una vez más, la racionalidad detrás de la anulación es puramente formal, ya que se basa únicamente en la referencia a la diversidad sociolingüística. Discrepamos de esta forma de proceder. Sería necesario observar si algún municipio decide y actúa de manera excluyente respecto a una de las lenguas oficiales, para analizar si dicha acción se ajusta al sistema de doble oficialidad. Sin embargo, no resulta apropiado anular el precepto simplemente porque podría conducir a tal efecto. El propósito del precepto es simplemente otorgar a los municipios la capacidad de regular el proceso de normalización lingüística de manera proporcional a su realidad sociolingüística.

			
					Lengua a utilizar en los procedimientos administrativos iniciados de oficio

			

			El artículo 24 del Decreto 179/2019 se refiere a la lengua de los procedimientos y de los expedientes administrativos. De este precepto únicamente es anulado su párrafo tercero. El artículo disponía lo siguiente:

			1.– La lengua de tramitación de los procedimientos administrativos será el euskera en aquellos procedimientos administrativos iniciados a solicitud de una única persona interesada en euskera o cuando, concurriendo varias personas interesadas, todas ellas utilicen esta lengua.

			2.– En el resto de los casos de procedimientos iniciados a solicitud de persona interesada, la entidad local o cualquier otra entidad que conforma el sector público local de Euskadi determinará la lengua de tramitación en aplicación de su propia normativa, y de acuerdo con la legislación vigente, procurando el mutuo acuerdo de las partes que concurran.

			3.– Cada entidad local o cualquier otra entidad que conforma el sector público local de Euskadi, atendiendo a las circunstancias sociolingüísticas de su ámbito territorial, determinará los criterios de uso de las lenguas en los procedimientos administrativos iniciados de oficio. El euskera, como lengua de uso normal y general, podrá utilizarse en la tramitación de los procedimientos administrativos iniciados de oficio.

			4.– En los casos citados en los dos párrafos anteriores, si concurrieran varias personas interesadas en el procedimiento, y existiera discrepancia en cuanto a la lengua, el procedimiento se tramitará en euskera o en castellano, de acuerdo con lo que al respecto disponga la normativa aprobada por la propia entidad local o cualquier otra entidad que conforma el sector público local de Euskadi, si bien los documentos o testimonios dirigidos a ellas se expedirán en la lengua elegida por las mismas.

			El TSJPV sostiene que los apartados 2 y 4 de este artículo no generan dudas, ya que su contenido se basa en la legislación básica estatal sobre procedimientos administrativos y Administraciones públicas, así como en la Ley 10/1982, de 24 de noviembre, Básica de Normalización del Uso del Euskera.14 Este criterio es similar al que “se puede inferir de los apartados nº 4 y 5 de la Sentencia que resuelve la cuestión de inconstitucionalidad unida a las actuaciones”. Sin embargo, determina el TSJPV que el primer inciso del apartado número 3, al hacer referencia a las “circunstancias sociolingüísticas” para permitir a la entidad local el uso exclusivo del euskera, implica una exclusión del castellano. Esto conlleva la aplicación de los fundamentos y las consecuencias de la Sentencia del Tribunal Constitucional 82/1986,15 y la anulación de dicho inciso.16

			Este razonamiento resulta llamativo, ya que observamos que el párrafo 2 del artículo 24, referente a los procedimientos iniciados a solicitud de un interesado, en los que pueden concurrir interesados que opten por lenguas oficiales diferentes, no difiere sustancialmente de lo establecido en el párrafo 3, que es anulado. La única distinción es que, en el párrafo 3, se incluye una mención a la realidad sociolingüística como criterio a considerar.

			
					La primera palabra “en euskera” y primero en euskera en los mensajes grabados

			

			El artículo 27.1 disponía lo siguiente:

			En los puestos de trabajo o unidades que tienen relación directa con la ciudadanía, las relaciones verbales se realizarán del siguiente modo:

			a) El personal de las entidades locales y demás entidades que conforman el sector público local de Euskadi, en primera instancia, se dirigirá al ciudadano o ciudadana en euskera, y continuará en la lengua que este o esta elija. [...]

			e) Los mensajes verbales sin persona destinataria determinada emitidos mediante dispositivos automáticos, servicios de información telefónica, altavoces o similares se realizarán en primer lugar en euskera.

			Ambos párrafos trascritos han sido anulados. La fundamentación del TSJPV se basa en los informes jurídicos que cuestionaban la constitucionalidad de la norma al establecer un trato preferencial en favor del euskera. El tribunal considera que la solución propuesta por estos informes es la adecuada. Argumenta el TSJPV que al centrarse únicamente en la situación en la que la Administración inicia la comunicación, y no al contrario, se impone una solución desproporcionadamente favorable al euskera. Esto se refleja, aparentemente, en el hecho de que el ciudadano, al iniciar la comunicación, determina la lengua en la que desea ser atendido, lo que favorece únicamente al euskera como premisa inicial.

			El tribunal sostiene que esta solución debió ser la misma que la ofrecida en el punto 2.a para las comunicaciones escritas. Además, argumenta que la imposición del euskera en las comunicaciones iniciadas por la propia Administración supone una restricción a la libertad lingüística del destinatario del mensaje, quien podría desconocer el euskera o simplemente preferir el castellano. En vista de que el destinatario del mensaje es un grupo indeterminado, el equilibrio entre ambas lenguas requiere que las comunicaciones se realicen en ambas lenguas o en la lengua que todos tengan el deber de conocer: el castellano. También sugieren la opción de que el receptor pueda comunicar a la Administración la lengua en la que desea recibir futuras comunicaciones.17

			La argumentación del tribunal resulta de difícil comprensión. El tribunal parece sugerir que, en situaciones de atención oral, el uso inicial del euskera por parte del funcionario público podría implicar un desequilibrio en favor de esta lengua, al igual que en los mensajes grabados transmitidos a través de megafonía. Por lo tanto, se deduce que la primera palabra siempre debería ser en castellano. Es difícil entender la lógica tras la interpretación del TSJPV, pues parece evidente que en el caso de dos lenguas oficiales, en los mensajes orales (ya sea hablados o reproducidos), una lengua oficial debe ser empleada antes que la otra, ya que no existe otra alternativa viable. La interpretación del tribunal de que el uso inicial del euskera resulta desproporcionado no parece justificarse si posteriormente el mismo mensaje se reproduce en lengua castellana, o si el funcionario está obligado a continuar la conversación en la lengua elegida por la persona interesada.

			
					Contratación pública y cláusulas lingüísticas

			

			En materia de contratación pública esta sentencia anula cuatro párrafos del artículo ٣٦ del Decreto 179/2019 relativos a la contratación pública. En primer lugar, se refiere al párrafo 7 del citado artículo, que dispone lo siguiente: “En las condiciones de ejecución del contrato se podrá incluir la regulación relativa a la lengua que se empleará en las relaciones entre la entidad contratante y la persona adjudicataria”.

			Este párrafo se refiere a las relaciones entre el poder adjudicador y la empresa contratista, y dispone que la lengua a utilizar en ese ámbito podrá ser contemplada en las condiciones de ejecución del contrato.18

			El TSJPV anula este párrafo, por entender que, al ser la Administración quien establece las condiciones de ejecución del contrato desde una posición de superioridad, condiciona la libertad lingüística de los contratistas y puede actuar de manera desproporcionada en favor de una de las lenguas, en lugar de preservar el equilibrio en todo momento. Desde la perspectiva del tribunal, esta solución se alcanzaría si se dejara en manos del contratista, como destinatario final, la elección libre del idioma. Además, dice el TSJPV que el texto de la norma incluso podría permitir la discriminación de contratistas en función de su desconocimiento del euskera o de su preferencia por expresarse en castellano.19

			Nuevamente el TSJPV actúa de manera preventiva, ya que el precepto transcrito no hace referencia alguna a la lengua a emplear. Simplemente establece que el uso de las lenguas puede regularse en los pliegos del contrato. El TSJPV parte de una premisa, que es la imposibilidad de que la lengua de relación pueda establecerse en las condiciones de ejecución, entendiendo que la empresa contratista es una empresa privada, que cuenta con libertad de opción de lengua. 

			Esa posición exige algún matiz, ya que la empresa adjudicataria no actúa como una simple empresa privada, sino como un concesionario de un servicio público cuya titularidad corresponde a la Administración pública. Es la Administración pública la titular, y el servicio es gestionado de forma indirecta a través de una empresa. La libertad de opción de lengua podrá ejercerse en la fase previa al proceso de adjudicación, pero, una vez realizado este, la empresa habrá de someterse a los criterios y normas de servicio que fije la Administración. La empresa habrá de garantizar el derecho de opción de lengua al prestar el servicio, y, en cuanto concesionaria, prestar el servicio con los estándares que determine la Administración en los pliegos. La relación entre la empresa contratista y la Administración no es una relación de supremacía general, sino una relación de sujeción especial, en la que la intervención administrativa es más intensa en la medida que se trata de una forma de gestión de un servicio público.

			El Tribunal Supremo (TS) no ve objeción a la inclusión de cláusulas lingüísticas en los contratos públicos.20 Y, en concreto, la determinación sobre la lengua a utilizar en las relaciones entre la Administración contratante y el contratista en el marco de un contrato público, han sido analizadas por el Órgano Administrativo de Recursos Contractuales del País Vasco, sin que se haya puesto objeción alguna.21 La cuestión podría observarse desde una perspectiva diferente si pensáramos en una empresa extranjera, a la que se le exige, como condición de ejecución, que garantice la opción de lengua en la prestación del servicio, en la realización de la obra…, y que cuente con personal que comprenda las lenguas oficiales para relacionarse con la Administración contratante.

			El artículo 36.2 del Decreto 179/2019 también sería anulado. Este artículo disponía lo siguiente:

			Los pliegos de condiciones administrativas particulares y de prescripciones técnicas se publicarán en las dos lenguas oficiales, a excepción de aquellos documentos de carácter gráfico o eminentemente técnico, que podrán redactarse en una de las lenguas oficiales.

			El argumento del tribunal es que este precepto quiebra el equilibrio lingüístico entre ambas lenguas oficiales, por lo que ha de ser anulado. Nuevamente sorprende la apreciación, ya que el artículo exige que la documentación contractual se publique en ambas lenguas oficiales. La única excepción la constituía la documentación gráfica o eminentemente técnica. El artículo estaba pensado para no tener que traducir (al euskera) los documentos gráficos que contienen escasas menciones escritas o que no presentan problemas de comprensión. Toda la documentación contractual habrá de realizarse en ambas lenguas.

			Otro de los preceptos anulados es el artículo 36.8.b, que disponía lo siguiente:

			8.– En particular, en el caso de contratos que impliquen un trato directo con los ciudadanos y ciudadanas, se garantizará lo siguiente: [...]

			b) Cuando se preste el servicio, la adjudicataria procurará que las relaciones orales con los ciudadanos y ciudadanas sean en euskera. A tal efecto, la persona trabajadora de la empresa adjudicataria comenzará la conversación en euskera, y la continuará en la lengua que elija la persona destinataria del servicio. Los certificados, tarjetas, notas y otros escritos que la empresa adjudicataria expida a los ciudadanos y ciudadanas durante el desempeño del servicio se redactarán en la lengua oficial elegida por el usuario del servicio.

			El tribunal argumenta que el apartado número 8, inciso primero, del precepto impone una acción que puede desequilibrar el principio de cooficialidad lingüística, y, por tanto, lo anula. Según el TSJPV, al obligar a la adjudicataria a procurar que las relaciones con los destinatarios de sus actividades se desarrollen exclusivamente en euskera, se introduce un elemento que excluye el uso del castellano, lo que podría perturbar el equilibrio lingüístico deseado. Aunque posteriormente se establece que el destinatario de la comunicación tiene la potestad de decidir el idioma a utilizar, el tribunal considera que este inciso inicial no se ajusta a dicho proceder y representa una distorsión injustificada contraria al principio constitucional de cooficialidad lingüística. Por lo tanto, concluye que debe ser anulado.22

			La sentencia también anula el artículo 36.10, que dispone lo siguiente:

			Las entidades locales y demás entidades que conforman el sector público local de Euskadi podrán determinar que los estudios, proyectos y trabajos análogos encargados a terceras personas por ellas sean redactados, por lo menos, en euskera, salvo que su finalidad exija su redacción en lengua castellana. Dicho requisito constará en el pliego de condiciones de los contratos administrativos que se aprueben.

			La justificación de la anulación se basa en que el punto 10 faculta a la Administración para encargar informes y estudios exclusivamente en euskera, lo cual implica un trato de discriminación injustificado y desproporcionado con respecto al castellano. Este trato discriminatorio se considera perjudicial tanto para el castellano como para la libertad lingüística de los contratistas encargados de elaborar los informes, así como para los empleados públicos y los cargos de elección popular que forman parte de la Administración correspondiente. En consecuencia, siguiendo la doctrina constitucional previamente establecida, se determina que el punto 10 debe ser anulado.23

			El posicionamiento del TSJPV parece cuestionar la posibilidad de que el objeto del contrato, en este caso de servicios, incluya la redacción de informes o estudios en euskera. Esta limitación planteada sorprende, ya que restringe la capacidad de configurar el objeto del contrato. ¿No debería la Administración tener la libertad de encargar la redacción de un libro sobre asuntos municipales en euskera si así lo desea? ¿O si el euskera es la lengua de uso habitual en la Administración, no debería tener la opción de contratar informes jurídicos o económicos en euskera sin la necesidad de que sean bilingües? ¿O incluso podría optar por contratar exclusivamente en castellano?

			La interpretación del TSJPV en este sentido parece absurda y totalmente fuera de lugar, ya que limita la capacidad de definir el objeto del contrato, contradice la normativa y menosprecia el estatus de oficialidad del euskera, que es reconocido como lengua oficial por sí misma, sin depender siempre del castellano.

			2.1.2 Partido Popular contra el Decreto de normalización del uso de lenguas oficiales en las instituciones locales. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 2294/2023, de 4 de octubre de 2023

			Esta sentencia24 resuelve el recurso planteado por el Partido Popular contra el mismo Decreto 179/2019, referente a la normalización del uso de las lenguas oficiales en las instituciones locales del País Vasco.

			a) Antecedentes de hecho

			El 21 de enero de 2020, el Partido Popular presentó un recurso contencioso-administrativo contra el Decreto 179/2019, referente a la normalización del uso de las lenguas oficiales en las instituciones locales del País Vasco. La demanda inicial solicitaba la nulidad de varios preceptos del decreto impugnado, mientras que la defensa, representada por el Gobierno vasco, argumentaba la conformidad a derecho de este. El proceso se interrumpió debido a la resolución de la cuestión de inconstitucionalidad antes referida, que llevó a la suspensión temporal del procedimiento hasta su resolución. Finalmente, tras la resolución de la cuestión de inconstitucionalidad y la reanudación del proceso, se dicta esta sentencia, pocos días después de la ya comentada (STSJPV 1797/2023).

			b) Lectura del TSJPV

			En esta segunda sentencia contra el Decreto 179/2019, el TSJPV avanza en la línea emprendida por la arriba comentada. Nuevamente se refiere al artículo 11 del citado decreto, ya anulado por la anterior sentencia, para decir lo siguiente:

			El apartado nº 1 de este art. 11, al hacer depender de la situación sociolingüística del municipio las medidas que a continuación pasa a enumerar, está reconociendo que en tales supuestos el castellano podrá ser completamente excluido en favor del euskera. 

			Es ese apartado nº 1 el que sirve de fundamento a los restantes y es por eso que anulado el mismo decaen sucesivamente en su validez también los restantes [cursiva propia]. (FJ 4)

			Se trata del mismo argumento formal que ya ha sido comentado, basado en la referencia a la situación sociolingüística. Una argumentación “preventiva” que anula nuevamente el precepto sobre la base de que “el castellano podrá ser completamente excluido en favor del euskera”. El artículo no lo prevé ni nada hace suponer que esto pueda ser así. Lo que el artículo dice es que cada entidad local deberá diseñar su propio proceso de normalización lingüística, en atención a su situación sociolingüística, con base en los instrumentos que el precepto cita. 

			Por otro lado, en el caso de los artículos 16.1 y 16.2.b, que se refieren a la identidad corporativa de las entidades locales y la utilización de rótulos indicadores en euskera, el tribunal considera que las precauciones mencionadas en el artículo para evitar la discriminación lo hacen conforme a derecho. Dice el TSJPV: 

			El elemento de que los soportes se redacten, al menos, en euskera no puede considerarse por sí mismo ni discriminatorio ni vulnerador de norma alguna. Si se produjera un exceso en el uso de este precepto, debería ser objeto de impugnación concreta. (FJ 5)

			En cuanto a la determinación del idioma a utilizar en las comunicaciones divulgativas o informativas, el artículo 33.5 establecía que “se realizará atendiendo al factor de conocimiento de ambas lenguas oficiales por parte de las personas receptoras”. Para el TSJPV, este tipo de comunicaciones deben:

			[...] ser bilingües, y más si se tiene en cuenta que el elemento de corrección del precepto es de muy difícil o casi imposible aplicación, ya que se trata del factor de conocimiento de las lenguas por parte de los receptores lo que puede no ser conocido por la entidad local ni puede exigirse al ciudadano que manifieste este dato para recibir una información que puede afectarle en euskera. (FJ 10)

			Se impugnó también el artículo 48.1, referido a la señalización y la rotulación de carreteras, caminos, barrios, puentes, túneles, estaciones de autobuses, dependencias y servicios de interés público que dependen de las entidades locales. El precepto disponía que la rotulación “se realizará al menos en euskera, además de la rotulación en castellano cuando corresponda, de acuerdo con la normativa de tráfico y seguridad vial”. El TSJPV no anula este precepto, pero realiza un fallo interpretativo de acuerdo con el cual: 

			Es cierto que el apartado 1 del art. 48 puede generar dudas, pero, si se une con lo dispuesto en el apartado 2, puede llegarse a una interpretación integradora que sea constitucionalmente válida y no discriminatoria. 

			Es decir, que sólo cabe la señalización y rotulación en euskera a la que se refiere el art. 48 únicamente cuando resulte fácilmente comprensible en euskera. (FJ 11) 

			2.2 Sentencias relacionadas con las exigencias lingüísticas en el acceso a la función pública.

			2.2.1 Exigencia del conocimiento del euskera como condición de acceso: Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 3 de Donostia-San Sebastián, de 22 de diciembre de 2023 (no publicada en las bases de datos)

			a) Antecedentes de hecho

			Se impugna el acuerdo de la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de Donostia-San Sebastián, de 20 de diciembre de 2022, por el que se aprobaron las bases de la convocatoria del proceso excepcional de estabilización de dos plazas de agente de la Guardia Municipal. En dichas bases se estableció, como requisito específico para poder optar a las dos plazas de la convocatoria, el perfil lingüístico B2 de euskera.

			b) Posición de la parte demandante

			El actor, en síntesis, basa el recurso en considerar que exigir, como requisito específico para poder optar a las dos plazas tener acreditado el perfil lingüístico B2 de euskera, implica la vulneración del derecho fundamental del recurrente a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con interdicción de la discriminación por razón de la lengua, en los términos previstos en los artículos 14 y 23.2 de la CE. Argumenta el demandante que el artículo 14 de la CE prohíbe la discriminación por no tener conocimiento de una lengua cooficial en un territorio que forma parte del Estado español. Argumenta, asimismo, que el castellano, por aplicación del artículo 3.1 de la CE, es de obligado conocimiento para todos los españoles, a diferencia del euskera que, en cuanto idioma cooficial en el territorio de la Comunidad Autónoma del País Vasco, se tiene el derecho a conocer y usar, pero no el deber de conocer.

			c) Posición de la parte demandada: Ayuntamiento de Donostia-San Sebastián

			La Administración demandada se opuso a la estimación del recurso por considerar ajustada a derecho la resolución recurrida. Los motivos de oposición son los siguientes: en primer lugar, se señala que la previsión del perfil lingüístico 2 de euskera respecto de las dos plazas de agente de la Guardia Municipal, objeto de la convocatoria, venía previsto tanto en la RPT como en la Oferta de Empleo Público (OPE) aprobada para el año 2022; ambos actos administrativos son firmes y consentidos. La convocatoria no hace más que trasladar tales previsiones al concreto proceso selectivo. La segunda argumentación empleada por el Ayuntamiento fue considerar que la exigencia del perfil lingüístico de euskera, como requisito específico para poder optar a las dos plazas de agente de la Guardia Municipal de San Sebastián, se encuentra plenamente justificado en la medida que se dirige a garantizar la atención a la ciudadanía en euskera; encontrándose, por consiguiente, la exigencia de dicho perfil dentro de los principios de mérito y capacidad a los que se condiciona el derecho de acceso a las funciones y cargos públicos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 23.2 de la CE.

			d) Lectura del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo

			La sentencia se refiere, en primer lugar, a la alegación de la parte demandada según la cual el requisito lingüístico respecto de las dos plazas fue fijado previamente en la RPT (en el año 2022) y, por tanto, siendo un acto administrativo firme, no cabe su impugnación por vía indirecta, en la medida que los actos administrativos, a diferencia de los reglamentos administrativos, no pueden ser revisados por vía indirecta. Sobre esta cuestión, la sentencia se remite a la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia 986/2021,25 que dijo:

			No puede pretenderse, pues, que los ciudadanos recurran las relaciones de puestos de trabajo por si en algún momento toman la decisión de participar en un procedimiento de este tipo. Y es que el momento en que se han visto afectados los derechos del recurrente ha sido con la aprobación de las bases reguladoras del procedimiento selectivo, y no antes. (FJ 4)

			Asimismo, el TS también ha manifestado lo siguiente: “debemos confirmar la jurisprudencia que admite la posibilidad de impugnación indirecta de las bases de las convocatorias de procesos selectivos a plazas de empleados públicos objeto de la Oferta de Empleo Público cuando incurren en infracción de derechos fundamentales”.26 En definitiva, despejada esta cuestión, el juzgado pasa a afrontar el fondo del asunto.

			Con relación al fondo, el juzgado parte de la doctrina sentada por el TSJPV en la STSJPV 986/2021 (caso policía local de Irún)27 para estimar íntegramente el recurso y declarar nula la base de la convocatoria que exigía el conocimiento del euskera para ambas plazas (FJ 4).

			El juzgado argumenta que corresponde a la Administración autonómica en su conjunto la responsabilidad de garantizar el derecho de los ciudadanos a utilizar el euskera en sus relaciones con la Administración. En este contexto, la exigencia de un perfil lingüístico específico para optar a ciertos puestos de trabajo públicos debe justificarse como “absolutamente necesaria” para asegurar este derecho lingüístico de los ciudadanos. 

			Partiendo de esta idea, el juzgado no encuentra suficiente la prueba presentada por el Ayuntamiento de Donostia-San Sebastián, que argumentaba que el perfil lingüístico en euskera era esencial para garantizar el derecho de los ciudadanos a relacionarse con el servicio público en esa lengua cooficial. Considera que, de manera general, bastaría con que uno de los miembros de cada equipo tuviera conocimientos de euskera. Además, señala que la Administración no ha demostrado que las tareas de seguridad ciudadana en la Unidad de Prevención Permanente de la Guardia Municipal de San Sebastián sean realizadas, o estén previstas para ser realizadas, por un solo agente. En caso de que así fuera, la exigencia del conocimiento del euskera para todos los agentes de esa unidad podría justificarse de acuerdo con los términos establecidos en las bases de la convocatoria.

			Concluye el juzgado: 

			Este requisito no está justificado para garantizar los derechos de los ciudadanos y que, de este modo, se ha convertido en un elemento de discriminación hacia una parte importante de la población; habiéndose, en definitiva, vulnerado el derecho fundamental del recurrente previsto en el artículo 23.2 de la Constitución Española. (FJ 4) 

			Como se ve, se trata de una nueva sentencia que se alinea con la nueva doctrina jurisprudencial en el País Vasco.

			2.2.2 Negociación colectiva y perfiles lingüísticos en las RPT: Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 2117/2023, de 20 de octubre de 2023

			Esta sentencia28 versa sobre la impugnación del Decreto 72/2021,29 el cual modifica las relaciones de puestos de trabajo de la Administración de Justicia en el País Vasco, y es objeto de controversia debido a la solicitud de anulación de algunos aspectos relacionados con determinaciones lingüísticas de ciertos puestos.Top of Form

			a) Antecedentes de hecho

			Por acuerdo del Consejo de Gobierno de fecha 1 de diciembre de 2020, y en aplicación de lo dispuesto en el artículo 13.4 de la Ley 13/2019,30 se autorizó la creación de 42 plazas de personal de Justicia en diversos órganos judiciales del País Vasco. El objetivo del Decreto 72/2021, que modifica los decretos que aprueban las RPT de la Administración de Justicia, es, por lo tanto, incluir dichos puestos en estas otras diversas RPT aprobadas mediante decretos anteriores.

			El 23 de abril de 2021, el sindicato CSIF interpuso un recurso contencioso-administrativo contra el decreto. En su escrito de demanda, solicitaron la anulación del decreto en lo que respecta a los puestos de Vitoria-Gasteiz, la determinación del perfil lingüístico y la fecha de preceptividad de dos plazas de Auxilio Judicial y dos del Cuerpo de Tramitación Procesal y Administrativa.

			b) Alegación del sindicato CSIF

			El sindicato CSIF argumenta que la asignación de perfiles lingüísticos no fue negociada con los sindicatos, lo cual constituye un incumplimiento del derecho a la negociación colectiva establecido en el artículo 37 del Estatuto Básico del Empleado Público31 (EBEP) y la Ley 9/1987.32

			Asimismo, el sindicato cita el artículo 521 de la Ley Orgánica 6/1985,33 el cual establece que el conocimiento del idioma, específicamente la lengua propia de las comunidades autónomas solo constituirá un elemento determinante de la naturaleza y singularidad del puesto cuando su exigencia se derive de las funciones concretas asignadas al mismo, y ello en el ámbito de las RPT.

			El sindicato apoya su argumento en la STSJPV 377/2011,34 que trató la modificación de la RPT del Ayuntamiento de Vitoria-Gasteiz. En este caso, la sentencia anuló la modificación por falta de negociación formal a través de la mesa de negociación, subrayando que la mera consulta o informe no cumple con esta obligación.

			Además, destaca que la reunión con la parte sindical tuvo lugar antes de la decisión de establecer perfiles lingüísticos, y no se volvió a convocar una mesa de negociación posteriormente. Este hecho, según el sindicato, demuestra el incumplimiento de la obligación de negociar por parte de la Administración. 

			c) Alegación del Gobierno vasco

			El Gobierno vasco solicita la desestimación del recurso y la confirmación del decreto impugnado. Destaca que la modificación de la RPT fue negociada y aprobada por los sindicatos, incluyendo al sindicato demandante, como consta en el acta de la Mesa de Negociación Sectorial de la Administración de Justicia. Además, señala que la sentencia citada por la demanda, la STSJPV 377/2011 no es aplicable al caso, ya que en ese caso no hubo negociación colectiva y se refería a aspectos como la titulación de acceso, las retribuciones y la jornada laboral, no a la asignación de perfiles lingüísticos.

			En cuanto a la asignación de perfiles lingüísticos, el Gobierno vasco argumenta que esta acción está respaldada por el Decreto 174/2010,35 el cual establece criterios para la singularización de puestos de trabajo basados en el índice sociolingüístico del área territorial. Subraya que la asignación de perfiles lingüísticos se realizó conforme a esta normativa y sobre la base de un análisis detallado del índice sociolingüístico de Vitoria-Gasteiz.

			Además, la Administración destaca que la demanda no especifica claramente las objeciones con respecto a las plazas impugnadas. Argumenta que la asignación de perfiles lingüísticos no es una materia sujeta a negociación colectiva, según el artículo 37 del EBEP, y que la demanda no logra articular ningún aspecto de la RPT que pudiera ser modificado mediante negociación, ya que esta es una materia reglada por la normativa aplicable.

			d) Lectura del TSJPV

			El TSJPV aborda cuatro cuestiones centrales en su análisis del caso: primero, si hubo negociación previa en la asignación de perfiles lingüísticos; segundo, si esta negociación es necesaria conforme al marco normativo aplicable; tercero, la importancia de la negociación en la confrontación de proposiciones; y cuarto, las consecuencias de la ausencia de negociación en el procedimiento.

			(1) Ausencia de negociación previa 

			El tribunal establece que, según el marco normativo aplicable, específicamente el artículo 522 de la Ley Orgánica 6/1985, es necesario que exista negociación con las organizaciones sindicales más representativas en la elaboración y aprobación de las RPT. En este caso, aunque hubo negociación, el tribunal determina que esta no incluyó la discusión sobre el perfil lingüístico asignado a las dotaciones específicas objeto de litigio. 

			(2) Requisito de negociación para perfiles lingüísticos: la importancia de la confrontación de proposiciones

			El tribunal decide que la asignación de perfil lingüístico se considera una de las exigencias de los puestos de trabajo que deben ser objeto de negociación. El tribunal apoya esta afirmación en el EBEP, que establece en su artículo 37.1.c la necesidad de negociación en ciertas materias, incluidos los criterios de provisión de puestos, donde enmarca el perfil lingüístico.

			Para sustentar esta afirmación, el tribunal hace referencia a la Sentencia del Tribunal Supremo (STS) 457/2018.36 En esta sentencia, se establece que, para que exista una válida negociación colectiva, es imprescindible que haya una efectiva confrontación de las proposiciones contrapuestas sobre la materia objeto de debate. Según el tribunal, este principio resalta la importancia de que las partes involucradas en la negociación reciban la información necesaria para formular sus propuestas de manera adecuada. En este caso, trayendo esta jurisprudencia al caso, el tribunal decide que no se proporcionaron a los interlocutores los elementos de información indispensables para formular sus proposiciones en relación con la exigencia de perfil lingüístico.

			(3) Consecuencias de la ausencia de negociación

			Debido a la falta de negociación en relación con los perfiles lingüísticos, el tribunal determina que existe un vicio relevante de procedimiento, lo que conlleva la nulidad parcial del decreto impugnado en relación con las dotaciones específicas objeto de litigio.

			En resumen, el tribunal sostiene que la asignación de perfiles lingüísticos es un aspecto que debe ser objeto de negociación en la elaboración de las RPT, y la ausencia de esta negociación en el caso mencionado constituye un vicio de procedimiento que justifica la nulidad parcial del decreto.

			2.2.3 Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 2482/2023, de 13 de diciembre de 202337

			a) Antecedentes de hecho

			En el presente caso, la controversia surge a raíz del recurso contencioso-administrativo interpuesto contra la Resolución 655/202138 de la Directora General de Osakidetza, que versa sobre la designación de personal estatutario fijo en la categoría de Titulado Superior Letrado de Osakidetza (el servicio vasco de salud pública). Este recurso se origina en respuesta a la Sentencia 54/2023, de 6 febrero de 2023, que parcialmente estimó el recurso presentado contra la mencionada resolución.

			En el contexto del proceso selectivo, se convocaron cinco plazas de Titulado Superior Letrado, distribuidas entre el turno de promoción interna y el turno libre, con bases comunes para ambos. La determinación de destinos, perfiles lingüísticos y otros requisitos se llevó a cabo mediante la Resolución 25/2021, de 19 de enero. Sin embargo, surgieron discrepancias en la motivación detrás de la determinación de estos aspectos, especialmente en lo que respecta al perfil lingüístico asignado a la primera candidata del turno de promoción interna.

			Se argumentó en la sentencia recurrida que la falta de motivación en la determinación de destinos y perfiles lingüísticos afectó a la fiscalización efectiva por parte de los candidatos y generó desigualdad en el proceso selectivo. Además, se señaló que la omisión en el trámite de la preferencia de la candidata principal del turno de promoción interna invalidaba la Resolución 655/2021.

			Como respuesta a la sentencia inicial, Osakidetza apeló argumentando errores en la interpretación de acuerdos, resoluciones y bases relacionadas con los procesos selectivos. La demandante, por su parte, se opuso al recurso y se adhirió a la apelación para garantizar la revisión de otros aspectos no abordados en la sentencia inicial.

			b) Alegación de Osakidetza como apelante

			Las alegaciones de Osakidetza como apelante se centran en varios puntos. En primer lugar, argumenta que la demandante no impugnó el Acuerdo de 25 de enero de 2018, del Consejo de Administración de Osakidetza39 ni la Resolución 87/2018, los cuales determinaron las plazas a incluir en las convocatorias, ni las bases generales, lo que los convierte en actos firmes y consentidos.

			Osakidetza sostiene que los destinos y perfiles lingüísticos reflejados en la resolución impugnada son el resultado de la aplicación de los actos administrativos previos mencionados. Además, señala que la Oferta Pública de Empleo OPE 2016-2017 derivó en dos convocatorias diferentes: promoción interna y turno libre, que tienen carácter excluyente.

			Se destaca que el Acuerdo de 25 de enero de 2018, del Consejo de Administración de Osakidetza, dispuso que la Dirección General dictaría una resolución con los criterios detallados de selección de plazas, lo cual se materializó en la Resolución 87/2018. Esta última estableció criterios específicos de selección para las plazas de promoción interna y turno libre.

			Las bases generales establecen que la determinación de los destinos concretos, junto con su perfil lingüístico y su fecha de preceptividad, se hace junto con la publicación de la relación de aprobados. En consecuencia, la Resolución 176/201840 de la Directora General de Osakidetza aprobó las bases específicas, que establecieron el número de plazas que se convocarían en cada turno.

			La Resolución 25/2021, de 19 de enero, de la Directora de Recursos Humanos de Osakidetza ordenó las relaciones provisionales de las personas aspirantes por el turno de promoción interna y por el turno libre, respectivamente, determinando los destinos ofertados en cada uno de los turnos. Se argumenta que esta resolución aplicó el primer criterio establecido en la Resolución 87/2018, lo que justifica los puestos concretamente ofertados.

			Finalmente, se menciona que las dos plazas que cumplían los requisitos para ser incluidas en la oferta de promoción interna tenían asignado como preceptivo el perfil lingüístico 3 en una fecha específica, y que, al no haber acreditado la demandante dicho perfil en plazo, no pudo adjudicarse ninguna de las plazas. Además, se indica que la demandante tampoco habría obtenido plaza por el turno libre.

			c) Alegación de la apelada

			La parte apelada (que también es apelante adherida) sostiene que el perfil lingüístico solo será exigible si la plaza efectivamente lo requiere, basándose en la base 2. Además, señala que la base 8.b establece claramente los requisitos para participar en el turno de promoción interna, y especifica que, si un aspirante no cumple con estos requisitos al final del plazo de presentación de solicitudes, su solicitud se trasladará automáticamente al turno libre. Por lo tanto, argumenta que, si Osakidetza pretendía designar los puestos con fecha de preceptividad lingüística vencida, debió remitir a la demandante al turno libre.

			Se destaca que el anexo I de la Resolución 25/2021 incluyó a la demandante entre la relación de aspirantes por turno de promoción interna, con opción a destino. Sin embargo, es el anexo IV de esa resolución el que introduce la condición de perfil lingüístico 3 para ambos destinos, algo que no estaba presente en la información inicial.

			La apelada expresa que formuló una reclamación frente a la Resolución 25/2021 por haber seleccionado para proveer por promoción interna dos destinos con requisito de perfil, argumentando que el Estatuto Marco otorga preferencia para la elección de plaza al personal seleccionado por el sistema de promoción interna respecto del personal con turno libre. Por lo tanto, sostiene que la demandante podría haber elegido y ser nombrada en cualquier plaza sin requisito de perfil, y no debería haber sido excluida del proceso.

			Se afirma que la elección de los destinos para promoción interna con requisito de perfil lingüístico vencido no está justificada, ya que podrían haber sido elegidos para el turno libre. Se menciona que esta situación vulnera el derecho de igualdad establecido en los artículos 14 y 23 de la CE, y se cita jurisprudencia al respecto.

			Finalmente, se argumenta que, durante la tramitación de los procesos, los turnos de promoción interna y libre se separaron al final, con el propósito de no ofrecer a la promoción interna su preferencia de elección. Si se hubiera cumplido con la ley, la demandante habría tenido la oportunidad de optar por una de las plazas que no tenían asignado el perfil lingüístico 3, lo que se impidió de esta manera.

			d) Lectura del TSJPV

			El TSJPV resuelve el caso considerando cuatro aspectos: (1) si se trata de actos firmes no impugnados, (2) si el perfil lingüístico se ha establecido anteriormente o es nuevo, (3) la posibilidad de impugnar actos administrativos firmes, y (4) la confusión existente en cuanto a los requisitos de participación y las condiciones de las plazas.

			(1) Actos firmes no impugnados

			La sala concuerda con la Administración apelante en que la resolución impugnada trae causa de otros actos firmes y no impugnados. En efecto, la propia apelada reconoce que interpuso “reclamación” contra la Resolución 25/2021, pero lo cierto es que no ha recurrido en sede judicial tal resolución ni la desestimación por silencio del recurso administrativo interpuesto contra ella, conforme a lo establecido en los artículos 122.2 y 123.2 de la Ley 39/2015.41 Por lo tanto, al no haber sido cuestionadas estas decisiones previas en sede judicial, la sala considera que la base para la impugnación de la resolución actual es limitada.

			(2) Perfil lingüístico establecido no es ex novo

			En relación con el argumento de la apelante adherida sobre la supuesta introducción tardía del perfil lingüístico en el proceso selectivo, el tribunal determina que dicho perfil estaba establecido desde 2014, según lo acredita la Administración. Por lo tanto, la mención de este perfil en la resolución impugnada no carece de justificación, ya que refleja un requisito previamente establecido. Además, se señala que la inclusión de la demandante en el turno libre no habría garantizado la obtención de destino, como alega la Administración. 

			(3) Cuestionar actos administrativos firmes

			El tribunal hace referencia a la jurisprudencia, específicamente a la STSJPV 152/2021 de 4 de mayo, para argumentar que no se pueden cuestionar actos administrativos firmes en sede judicial, a menos que sean nulos de pleno derecho o vulneren derechos fundamentales. Sin embargo, señala que los argumentos y circunstancias presentados en este caso difieren significativamente de los resueltos en la sentencia mencionada. En el caso analizado, no se ha debatido la proporcionalidad o justificación de la exigencia del perfil lingüístico de las plazas ofrecidas, ni se han proporcionado parámetros comparables con los resueltos en el caso anterior. Por lo tanto, concluye que la sentencia citada no es aplicable al caso actual.

			(4) Confusión sobre requisitos de participación y requisitos de las plazas

			El tribunal identifica una confusión por parte de la demandante adherida entre los requisitos para participar en los procesos selectivos y los requisitos específicos de las plazas ofertadas. Una vez más, se destaca que el perfil lingüístico y la fecha de preceptividad de las plazas estaban establecidos desde 2014, lo que invalida el argumento de introducción tardía presentado por la demandante.

			2.2.4 Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 2473/2023, de 2 de noviembre de 202342

			a) Antecedentes de hecho

			El 20 de marzo de 2014, la recurrente fue nombrada funcionaria interina para cubrir un puesto de trabajo con el código NUM000. Este nombramiento se realizó como sustitución del titular del puesto, quien se encontraba en situación de incapacidad temporal de larga duración. El inicio efectivo de este nombramiento ocurrió el 1 de abril de 2014, una vez que la recurrente tomó posesión del cargo.

			Posteriormente, el 24 de febrero de 2020, el Pleno del Ayuntamiento decidió cambiar la denominación del puesto ocupado por la recurrente, que pasó de ser “Psicóloga” a “Técnica de Adicciones”. Además, se estableció el 24 de marzo siguiente como fecha de preceptividad del perfil lingüístico 3 para dicho puesto.

			El 18 de septiembre de 2020, la recurrente fue cesada por no acreditar el perfil lingüístico 3 requerido para el puesto, de acuerdo con lo establecido en el nombramiento original. Posteriormente, el 14 de diciembre de 2020, se efectuó un nuevo nombramiento de interinidad para cubrir el puesto vacante. En mayo de 2021 se publicaron las bases específicas y la convocatoria del procedimiento para cubrir el puesto mediante concurso-oposición y fase de prácticas.

			La sentencia que se analiza ahora es el resultado de la impugnación de la Sentencia 652/2021 del 30 de diciembre, del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número 3 de Vitoria-Gasteiz. En esta sentencia de instancia se resolvió parcialmente a favor de la recurrente, que era quien había sido cesada en su puesto de trabajo de manera interina. La sentencia reconoció que la actuación administrativa fue discriminatoria al no aplicar a la recurrente la exoneración del perfil lingüístico, como se prevé para los funcionarios de carrera según lo establecido en el Decreto 86/1997.43

			b) Alegación de las personas apelantes: la Administración publica 

			La parte apelante impugna la Sentencia 652/2021, sosteniendo que no ha considerado adecuadamente los fundamentos legales que respaldan la actuación administrativa en cuestión. Argumenta que el cese en el puesto de trabajo de la trabajadora se realizó conforme a las disposiciones establecidas y que no hubo discriminación alguna en la aplicación del perfil lingüístico. Además, defiende que la trabajadora no cumplía con los requisitos exigidos para la exoneración del perfil lingüístico según lo dispuesto en el Decreto 86/1997. 

			c) Alegación de la parte apelada

			La parte apelada sostiene que la Sentencia 652/2021 debe ser confirmada en su totalidad. Argumentamos que la sentencia de instancia acertadamente reconoció la discriminación sufrida por la trabajadora al no aplicarle la exoneración del perfil lingüístico. Según esta parte, la actuación administrativa fue injusta y contraria a lo establecido en el Decreto 86/1997, que prevé dicha exoneración para funcionarios de carrera en circunstancias similares. 

			d) Lectura del TSJPV

			El tribunal se centra en la cuestión de si la exención del perfil lingüístico, que la norma establece para los empleados públicos mayores de 45 años, se aplica exclusivamente a los funcionarios de carrera o si es trasladable a los interinos.

			Se hace referencia a disposiciones legales, como el artículo 93 de la Ley 6/198944 y el desarrollo reglamentario del Decreto 86/1997, que regulan el proceso de normalización del uso del euskera en las Administraciones públicas de la Comunidad Autónoma del País Vasco. Estas normativas establecen los requisitos y procedimientos para la exención del perfil lingüístico, incluyendo la edad como único requisito para obtenerla.

			El tribunal destaca la importancia de tratar de manera equitativa a los trabajadores temporales y fijos, basándose en principios de no discriminación y en el Acuerdo Marco de la Unión Europea. Se hace referencia a la jurisprudencia que establece que los trabajadores temporales deben recibir un trato igualitario en cuanto a sus condiciones laborales, a menos que existan razones objetivas que justifiquen diferencias de trato.

			En este sentido, el tribunal concluye que la diferencia de trato observada en el caso, donde se concede la exención del perfil lingüístico solo a los funcionarios de carrera y no a los interinos, no está justificada objetivamente. Se argumenta que la naturaleza temporal del nombramiento de los interinos no constituye una razón objetiva para tal diferencia de trato, ya que desempeñan funciones idénticas a las de los funcionarios de carrera. Finalmente, el tribunal desestima el recurso y establece que las costas procesales se imponen al apelante.

			2.2.5 Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 2169/2023, de 4 de octubre de 202345

			a) Antecedentes de hecho

			El sindicato LAB interpuso recurso contra la Orden de 22 de septiembre de 2022,46 emitida por el Consejero de Educación de la Comunidad Autónoma del País Vasco. 

			El debate se centra en la interpretación de los requisitos de participación establecidos en la convocatoria, específicamente en la base 2.1.f, que hace referencia a perfiles lingüísticos requeridos para los puestos docentes en el proceso excepcional de estabilización de empleo temporal de larga duración en el Cuerpo de Profesores Técnicos y Profesoras Técnicas de Formación Profesional de la Comunidad Autónoma del País Vasco, así como en la disposición transitoria primera del Decreto 190/2011.47

			b) Alegación del sindicato LAB

			El sindicato demandante, LAB, insta la anulación de la orden impugnada, o en su defecto, su anulabilidad de manera subsidiaria. Se basa en el argumento de que la convocatoria rompe con el principio de igualdad al permitir que algunos candidatos opten a plazas con perfil lingüístico 1, con un plazo para acreditarlo, mientras que otros deben cumplir con este requisito desde el principio.

			El sindicato reconoce que la normativa vigente ofrece esta posibilidad, pero argumenta que, para garantizar los principios de igualdad, mérito y capacidad, los candidatos que acrediten el perfil lingüístico 1 deberían recibir una valoración adicional en el proceso selectivo. Sugieren que esta valoración adicional represente entre el 5 % y el 10 % de la puntuación máxima alcanzable en el resto del proceso selectivo.

			Por lo tanto, la pretensión principal del sindicato es que se modifique el contenido de la convocatoria para incluir esta valoración adicional a los candidatos que cumplan con el requisito de perfil lingüístico 1, como medida para garantizar la igualdad de oportunidades en el proceso selectivo.

			c) Alegación de la Administración

			La Administración, en su respuesta al recurso presentado por el sindicato LAB, señala que el sindicato no impugna la regulación que permite la acreditación del perfil lingüístico 1 en un plazo de tres años desde el nombramiento como funcionarios del Cuerpo de Profesores Técnicos de Formación Profesional. En lugar de ello, el sindicato busca incluir una valoración adicional para los aspirantes que cumplan con este perfil lingüístico, lo cual, según la Administración, carece de encaje legal.

			La Administración se apoya en diversas normativas para respaldar su argumento, incluyendo el Decreto 86/1997, que regula el proceso de normalización del uso del euskera en las Administraciones públicas de la Comunidad Autónoma del País Vasco. Se destaca que este decreto no es aplicable a la Administración educativa, y que la convocatoria en cuestión establece el requisito de perfil lingüístico 1 para todas las plazas del Cuerpo de Profesores Técnicos de Formación Profesional.

			Además, la Administración hace referencia a la legislación y la normativa específicas sobre la acreditación de perfiles lingüísticos docentes, argumentando que la pretensión del sindicato no tiene base jurídica en la legalidad docente expuesta. Se enfatiza que el requisito del perfil lingüístico 1 es exigible en el proceso selectivo excepcional de estabilización del empleo de larga duración, lo que implica que todas las plazas del cuerpo en cuestión tienen asignado dicho perfil lingüístico.

			En conclusión, la Administración sostiene que la orden impugnada está conforme a derecho y que la pretensión del sindicato de incluir una valoración adicional para los aspirantes con perfil lingüístico 1 no tiene fundamento jurídico en la normativa aplicable al caso.

			d) Lectura del TSJPV

			El debate se centra en la interpretación de los requisitos de participación establecidos en la convocatoria, específicamente en la base 2.1.f, que hace referencia a perfiles lingüísticos requeridos para los puestos docentes en el proceso excepcional de estabilización de empleo temporal de larga duración en el Cuerpo de Profesores Técnicos de Formación Profesional de la Comunidad Autónoma del País Vasco, así como en la disposición transitoria primera del Decreto 190/2011.

			El sindicato recurrente argumenta a favor de considerar el perfil lingüístico 1 como un mérito adicional para aquellos aspirantes que ya lo poseen, mientras que la Administración defiende que el perfil lingüístico 1 es un requisito excluyente y no puede ser considerado como mérito.

			El tribunal rechaza la pretensión del sindicato y ratifica que el perfil lingüístico 1 debe ser visto únicamente como un requisito y no como un mérito adicional. Esto se fundamenta en que la convocatoria establece claramente los requisitos de participación y no contempla la posibilidad de considerar el perfil lingüístico 1 como un mérito. El tribunal argumenta que es necesario aplicar estrictamente los principios de igualdad, mérito y capacidad en el proceso de selección. Esto implica que los requisitos establecidos en la convocatoria deben ser tratados como tales y no pueden ser considerados como méritos adicionales, a menos que la convocatoria lo especifique claramente.

			Además, argumenta que la disposición transitoria primera del Decreto 190/2011 permite excepciones para aquellos que no cumplen con el requisito del perfil lingüístico 1 al inicio, a quienes se les da un plazo de tres años para cumplirlo, lo que refuerza la idea de que el perfil lingüístico 1 es un requisito y no un mérito adicional.

			En este sentido, argumenta que, si el perfil lingüístico 1 fuera considerado como un mérito adicional, no tendría sentido otorgar un plazo de tres años para su cumplimiento, ya que este plazo estaría dirigido únicamente a aspectos que se consideran requisitos previos para la toma de posesión del cargo.

			2.2.6. Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de Vitoria-Gasteiz 2754/2023, de 1 de junio de 202348

			a) Antecedentes de hecho

			El Colegio Oficial de Secretarios, Interventores y Tesoreros (COSIT) de Vizcaya presentó demanda contra la Orden de 22 de abril del 202149 de la Consejería de Gobernanza. Esta orden convocaba un proceso selectivo para constituir una bolsa de interinos propios de la Comunidad Autónoma del País Vasco, específicamente para cubrir los puestos reservados a habilitados nacionales en las Administraciones locales vizcaínas.

			La impugnación se centra en varios puntos de la orden, como la exigencia del perfil lingüístico 3 o 4 de euskera como requisito para participar en el proceso selectivo, así como la regulación del curso de formación y la ponderación de los méritos en la bolsa de interinos.

			El recurso se fundamenta en dos premisas principales: la consideración del conocimiento del idioma como requisito y no como mérito, y la idoneidad del curso de formación para el desempeño de las funciones reservadas legalmente al cuerpo de habilitados nacionales.

			b) Lectura del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo

			Para resolver el recurso, se establecen varias premisas, entre las que destacan la regulación de los funcionarios de habilitación nacional por el Real Decreto 128/2018,50 la preferencia en la constitución de bolsas de interinos formadas por las comunidades autónomas para los aspirantes que hayan aprobado algún ejercicio en las pruebas de secretarios, interventores o secretarios-interventores, y la necesidad de poseer el perfil lingüístico 3 o 4 de euskera para participar en el proceso selectivo y formar parte de la bolsa de interinos de la comunidad autónoma.

			Se argumenta que la orden impugnada y el proceso de selección no garantizan los requisitos de mérito y capacidad, además de incumplir la normativa básica reguladora del régimen jurídico de este cuerpo.

			El tribunal decide estimar el recurso por las siguientes razones:

			1 La orden recurrida establece la creación de dos bolsas de interinos, una basada en la lista remitida por el Instituto Nacional de Administración Pública (INAP) y otra formada por personas que hayan superado el proceso selectivo de la orden y posean el perfil lingüístico 3 o 4. Esta disposición otorga preferencia a la bolsa de la comunidad autónoma (CA), lo que vulnera el artículo 53.2 del Real Decreto 128/2018 y la reserva legal en el ejercicio de las funciones de control de legalidad y fondos públicos.

			2 La instrucción de desarrollo de la orden también vulnera la reserva legal al permitir que personas no seleccionadas por la Administración del Estado, competente para la selección y formación de estos funcionarios, ejerzan funciones interinas que requieren habilitación nacional.

			3 La exigencia del perfil lingüístico como requisito excluye a la mayoría de los aprobados en la oposición estatal de acceder a la bolsa de la CA, lo que vulnera el principio de igualdad en el acceso a la función pública y la Directiva 1999/70/CE51 sobre trabajo de duración determinada. En relación con el perfil lingüístico, el tribunal decide que la orden impugnada vulnera el principio de preferencia establecido en el artículo 53.2 del Real Decreto 128/2018, al no respetar la preferencia de los aspirantes que han aprobado algún ejercicio de las oposiciones de los cuerpos de Secretarios, Interventores o Secretarios-Interventores convocadas por la Administración del Estado. Esto se debe a que la orden establece la constitución de dos bolsas de interinos, una formada por personas que han superado el proceso selectivo diseñado por la Administración autonómica y poseen el perfil lingüístico 3 o 4 de euskera, y otra formada por las que han aprobado algún ejercicio de las oposiciones estatales. Sin embargo, al permitir que quienes están en la lista del INAP y poseen el perfil lingüístico opten por presentarse al proceso autonómico, se produce una baja automática en la lista del INAP, de modo que se otorga prioridad a la bolsa autonómica y se vulnera la preferencia establecida en la normativa.

			Además, el tribunal señala que la exigencia del perfil lingüístico como requisito excluye a la gran mayoría de los aspirantes que han aprobado alguna parte de las oposiciones estatales, lo que impide que puedan acceder a la bolsa de interinos y desempeñar funciones de control de legalidad y fondos públicos en los ayuntamientos vizcaínos. Esta exclusión se considera desproporcionada e irracional, y se interpreta como una vulneración del principio de igualdad en el acceso a la función pública, tal como establece el artículo 98.4 de la Ley 6/1989. La imposición de la exigencia del idioma como requisito, sin una justificación adecuada, se considera discriminatoria y violatoria de los principios constitucionales y normativos.

			4 El proceso selectivo establecido por la orden es insuficiente y no garantiza el cumplimiento de los principios de mérito y capacidad en el acceso a la función pública. La valoración de méritos, el curso de formación no presencial y la prueba no eliminatoria son deficientes y no permiten un adecuado control de la arbitrariedad de la Administración convocante.

			En consecuencia, el tribunal estima el recurso y, por expresa exigencia del artículo 139.1 de la Ley 29/1998,52 impone las costas a la Administración demandada.

			2.3. Sentencia sobre la exención de la evaluación de lengua y literatura vasca en los colegios: Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 1807/2023, de 31 de mayo de 202353

			a) Antecedentes de hecho

			En el presente caso se interpuso un recurso de apelación contra la Sentencia 109-2021 dictada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 5 de Bilbao en el Procedimiento Ordinario núm. 131-2020, la cual desestimó la pretensión de los actores (los padres de la menor interesada) en relación con la exención de la evaluación de la lengua y literatura vascas para su hija.

			b). Alegaciones de la apelante

			La apelante argumenta que las reformas en el Decreto 138/1983,54 que regula la utilización del euskera en la enseñanza no universitaria, no derogaron el límite temporal de los cursos académicos en los que se puede exonerar a los alumnos de dicha evaluación. La parte apelante sostiene que la sentencia no interpretó correctamente las consecuencias de la sucesión normativa y que su hija debería recibir una nueva exención por un total de cinco cursos, en lugar de los cuatro reconocidos por la resolución de la Viceconsejería de Educación.

			c) Alegaciones de la apelada

			La parte apelada sostiene la validez de la resolución de la Viceconsejería de Educación de 28 de septiembre de 2018, la cual interpreta la aplicación del Decreto 138/1983 en cuanto a la exención de la evaluación de la lengua y literatura vascas para los alumnos. Argumenta que las reformas introducidas en dicho decreto no derogaron el límite temporal de los cursos académicos en los que se puede conceder la exención y que la exención debe ser interpretada restrictivamente, de acuerdo con la normativa aplicable.

			d) Lectura del TSJPV

			El tribunal, tras analizar los argumentos presentados por ambas partes, concluye que la interpretación de la sentencia impugnada sobre la sucesión normativa y sus consecuencias es adecuada. Se refiere específicamente al Decreto 138/1983 y sus reformas posteriores, argumenta que la reforma del año 2010 se refiere únicamente al apartado 1 de dicho decreto, y dejan intacto el apartado 2, que establece el límite temporal de la exención. Además, resalta que la exención debe interpretarse restrictivamente, puesto que: 

			La exención, como excepción que es a la norma general, esta de común aplicación, ha de ser interpretada, como toda excepción, de forma restrictiva pues no en vano se trata de un supuesto excepcional, no general, y la regulación tiene una vocación de generalidad; por lo tanto, para no desvirtuar esa generalidad ni la igualdad la excepción debe ser restringida (FJ 3).

			Asimismo, afirma el tribunal que tanto el artículo 4.2 del Código Civil como el artículo 37 de la Ley 39/2015, confirman esta aplicación restrictiva al proscribir la derogación singular de las disposiciones de carácter general.

			Por tanto, el tribunal desestima el recurso de apelación interpuesto por los padres de la menor, confirmando la validez de la resolución de la Viceconsejería de Educación de 28 de septiembre de 2018.

			3 Normativa

			3.1 Actividad de fomento y normalización lingüística: la Ley 20/2023, de 21 de diciembre, Reguladora del Régimen de Subvenciones 

			La Ley 20/2023 contiene varias referencias lingüísticas de interés. La gestión de subvenciones constituye una parte importante de la actividad del sector público de la Comunidad Autónoma del País Vasco, y en esa medida resulta de gran importancia la consideración del uso de la lengua tanto como criterio de adjudicación como criterio de ejecución. Así, la nueva ley incluye entre sus principios generales el siguiente: “Con el fin de profundizar en la normalización lingüística y extender el uso del euskera, se tendrán en cuenta criterios lingüísticos en el diseño, la planificación, la gestión y el otorgamiento de las subvenciones” (art. 7.5).

			Esta ley requiere, con carácter general, como criterio objetivo de otorgamiento de la subvención el siguiente: 

			Cuando por la naturaleza del objeto de la subvención el factor del uso de la lengua no sea irrelevante y, en todo caso, en aquellas áreas de actuación a que se refieren los artículos 25, 26 y 27 de la Ley 10/1982, de 24 de noviembre, básica de normalización del uso del euskera, deberá contemplarse dicho factor entre los criterios objetivos de adjudicación. (art. 9.4)

			La toma en consideración de la normalización del uso del euskera se hace extensiva con carácter general a las subvenciones, a no ser que el uso lingüístico resulte irrelevante. En todo caso, se deberá tomar en consideración cuando la subvención afecte a los ámbitos referidos por los artículos de la Ley 10/1982 que cita el precepto, y que son: la radiodifusión, la prensa y publicaciones; la cinematografía, teatro y espectáculos, y los medios de reproducción de imagen y sonido; en todos los ámbitos de la vida social, especialmente en las actividades mercantiles, culturales, asociativas, deportivas, religiosas y cualesquiera otras, así como en la publicidad y en la rotulación de todo tipo de entidades mercantiles, recreativas, culturales y asociativas.

			Además, exige a las entidades colaboradoras garantizar el derecho de las personas solicitantes a usar “el euskera y el castellano” (art. 12.8). Y, se determinan las siguientes condiciones lingüísticas de ejecución de la subvención, que recaerá sobre los beneficiarios: “Garantizar los derechos lingüísticos de la ciudadanía y, en especial, el uso del euskera en las publicaciones, anuncios y publicidad relacionados con la actuación subvencionada” (art. 14.l).

			En definitiva, se valora muy positivamente esta regulación que, por primera vez, de una forma general exige la consideración de los criterios lingüísticos en la actividad de fomento que ejecute la Administración general del País Vasco y su administración institucional.

			3.2 Corrección de errores del Decreto 65/2023, de 18 de abril

			Corrección de errores del Decreto 65/2023, de 18 de abril, de segunda modificación del Decreto de convalidación de títulos y certificados acreditativos de conocimientos de euskera, y equiparación con los niveles del Marco Común Europeo de Referencia para las Lenguas.

			3.3 Planes de euskera

			Resolución de 15 de septiembre de 2023, de la Viceconsejera de Administración y Financiación Sanitarias, por la que se crea y se pone en funcionamiento la estructura del Plan de Euskera en el Departamento de Salud.

			3.4 Subvenciones para la promoción del euskera

			Orden de 5 de septiembre de 2023, del Consejero de Educación, por la que se convocan subvenciones para materiales didácticos en euskera destinados a los niveles docentes no universitarios (Convocatoria EIMA).

			Resolución de 18 de agosto de 2023, del Director de HABE, de modificación de la Resolución de 26 de abril de 2023, por la que se convocan subvenciones dirigidas a estudiantes de euskera para el curso 2022-2023. 

			Resolución de 14 de julio de 2023, de la Directora General de Lanbide-Servicio Vasco de Empleo, por la que se procede a la publicación de la convocatoria de subvenciones para financiar la oferta formativa 2023-2024 en euskera, dirigida prioritariamente a personas trabajadoras desempleadas, en el marco del Decreto 82/2016, de 31 de mayo, por el que se ordena la Formación Profesional para el Empleo en Euskadi. 

			3.5 Pruebas de acreditación lingüística, diplomas y distintivos

			Resolución de 13 de octubre de 2023, de la Viceconsejera de Política Lingüística, por la que se desarrolla el proceso para la obtención del nuevo diploma Harrobi, vinculado al uso, gestión y compromiso del euskera en el ámbito socioeconómico privado de la CAPV. 

			Resolución de 23 de agosto de 2023, de la Viceconsejera de Política Lingüística, por la que se regula el distintivo Euskeraz Barra-Barra en los establecimientos privados.

			Resolución de 14 de julio de 2023, de la Viceconsejera de Política Lingüística, por la que se desarrollan las líneas generales del proceso de evaluación para la obtención del Certificado de Calidad del Euskera - Bikain en las entidades públicas. 

			Resolución de 14 de julio de 2023, de la Viceconsejera de Política Lingüística, por la que se desarrollan los procesos para la obtención del Certificado de Calidad del Euskera – Bikain en el ámbito socioeconómico privado de la CAPV. 

			3.6 Subvenciones para las entidades que promueven el euskera

			Resolución de 14 de noviembre de 2023, del Director de HABE, de corrección de la Resolución de 6 de octubre de 2022, por la que se modifica la convocatoria de subvenciones a euskaltegis privados y centros homologados de autoaprendizaje de euskera para los cursos escolares 2022 a 2025, en lo relativo al ratio de número mínimo de alumnado por grupo para el curso 2022-2023 y a la metodología de la horquilla a tener en cuenta en la liquidación.

			Resolución de 20 de septiembre de 2023, de la Directora del Instituto Vasco Etxepare, por la que se da publicidad a la convocatoria aprobada por el Consejo de Dirección para la concesión de subvenciones a los Centros Vascos-Euskal Etxeak, por los cursos de euskera correspondientes al período comprendido entre octubre de 2023 y septiembre de 2024.

			Resolución de 30 de junio de 2023, de la Directora del Instituto Vasco Etxepare, por la que se publica la comisión de valoración para la convocatoria de subvenciones para la difusión y desarrollo, en el 2023, de actividades sin ánimo de lucro para la promoción y difusión de la cultura vasca fuera del ámbito territorial del euskera.

			Orden de 6 de junio de 2023, del Consejero de Cultura y Política Lingüística, por la que se regula y se convoca la concesión de subvenciones para la promoción, difusión y/o normalización del euskera en la vida social, en el año 2023 (Convocatoria Euskalgintza).

			3.7 Formación en euskera

			Resolución de 13 de noviembre de 2023, de la Directora del Instituto Vasco de Administración Pública, por la que se convocan cursos de euskera para el segundo cuatrimestre del curso 2023-2024, tanto para el personal de la Administración General e Institucional de Euskadi, como para el personal de los entes públicos con convenio de colaboración actualizado con el IVAP.

			Resolución 1959/2023, de 30 de octubre, de la Directora del Instituto Vasco de Administración Pública y de la Directora General de Osakidetza-Servicio vasco de salud, por la que se convocan cursos de euskera para el personal de Osakidetza-Servicio vasco de salud y el personal de la Administración de la Comunidad Autónoma de Euskadi adscrito al mismo, durante el segundo cuatrimestre del curso académico 2023-2024.

			Decreto 97/2023, de 27 de junio, por el que se regula el sistema de evaluación, acreditación y reconocimiento del nivel de desarrollo del euskera en la actividad y gestión de las entidades públicas y privadas.

			Resolución de 7 de junio de 2023, de la Directora General de Lanbide-Servicio Vasco de Empleo, de corrección de errores de la Resolución de 31 de mayo de 2023, por la que se dispone la publicación del Acuerdo de encomienda de gestión entre Lanbide-Servicio Vasco de Empleo y el Instituto de Alfabetización y Reeuskaldunización de Adultos (HABE), para la realización de cursos de capacitación lingüística en euskera dirigidos a personas desempleadas y ocupadas que participen en acciones formativas programadas o autorizadas por Lanbide-Servicio Vasco de Empleo.

			4 Reflexión conclusiva y propuestas

			El análisis jurisprudencial realizado lleva a considerar que continuamos inmersos en un período involutivo en el País Vasco anunciado en trabajos anteriores. En esta ocasión, las sentencias analizadas han afectado al ámbito de la regulación sobre utilización del euskera en el ámbito de la Administración local y también, en línea de continuidad respecto a períodos anteriormente analizados, también al ámbito de las exigencias lingüísticas en el acceso a la función pública.

			En el primer ámbito, el resultado ha sido, al margen de la anulación de un inciso del artículo 6.2 de la Ley 2/2016, la anulación de trece artículos del Decreto 179/2019. La argumentación utilizada por el tribunal para anular los artículos, tal y como se ha expuesto en este trabajo, resulta endeble, se basa en criterios formales como la mera referencia “a la diversidad sociolingüística del municipio”, y de ella resulta un fallo preventivo, por tanto, criticable jurídicamente. Los artículos en los que se contiene referencia a la diversidad sociolingüística se han anulado, sin tener en cuenta que es el artículo 6.2 del Estatuto de Autonomía de Gernika el que impone a las Administraciones públicas a diseñar y ejecutar su política lingüística de forma acompasada a su diversidad sociolingüística. No se comparte ni se entiende la interpretación del TSJPV que sostiene que el criterio de que en los mensajes grabados y difundidos por las Administraciones la versión en euskera sea la primera y la versión en castellano sea la segunda supone un desequilibrio favorable a la primera. Lo mismo con relación al criterio dirigido al personal para que utilice en primer término el euskera cuando trabe relación con la ciudadanía y luego continúe la conversación en la lengua utilizada por la ciudadanía, que resulta desproporcionado. La posición que mantiene el TSJPV relativa a las exigencias lingüísticas en la contratación pública no se adecua a la jurisprudencia del TC ni a la del TS (en las sentencias citadas). 

			Una vía de solución que cabría proponer sería la elevación del rango de la normativa, o bien la eliminación de las referencias a la diversidad sociolingüística manteniendo intacto el contenido sustantivo de los preceptos anulados.

			El segundo ámbito en el que se muestra la conflictividad es el relativo a las condiciones lingüísticas de acceso a la función pública, en lo que supone la consolidación de una línea avanzada en anteriores crónicas. Se trata de pronunciamientos regresivos, de carácter involutivo, que desconocen totalmente la normativa vigente sobre la materia, y con importantes efectos negativos sobre el proceso de normalización del euskera. Las sentencias, en la práctica, suponen la modificación de hecho de las bases jurídicas del sistema de normalización lingüística articuladas normativamente.

			El enfoque general de esta nueva línea jurisprudencial resulta restrictivo en lo que respecta a los derechos lingüísticos asociados al euskera. El número de sentencias aumenta, y su orientación se inclina hacia una interpretación cada vez más limitada en cuanto a los derechos lingüísticos vinculados al euskera en comparación con la amplitud de enfoque que a menudo se concede a los derechos lingüísticos relacionados con el castellano.

			El análisis de estas sentencias revela un cambio de enfoque por parte de los tribunales en la Comunidad Autónoma del País Vasco. Se desplaza, inaplica, la normativa autonómica relativa al proceso de normalización lingüística y resuelve sobre la base de una interpretación directamente basada en preceptos constitucionales, o en principios jurídicos como el de la proporcionalidad. El enfoque parte de interpretar las previsiones lingüísticas a través del tamiz constitucional de forma directa, sin reparar en la normativa de aplicación. La situación resulta ciertamente comprometida.

			Como propuesta, cabría transitar hacia un nuevo modelo o un nuevo sistema lingüístico en el acceso a funciones públicas. Un nuevo modelo de exigencias lingüísticas generalizadas en el acceso, pero dotado de la suficiente flexibilidad que permita relajar el principio general para permitir aplicaciones acomodadas a las distintas realidades sociolingüísticas del país. Se trataría de invertir la funcionalidad del sistema actual, en el que las exigencias lingüísticas se plantean sobre aquellas plazas que previamente determinen los poderes públicos. El sistema propuesto partiría del principio inverso y posibilitaría que, sobre la base de criterios objetivos y justificados, en aquellas plazas que determinen los poderes públicos, las exigencias lingüísticas no se apliquen, caso en el que el conocimiento del euskera sería valorado como mérito. 

			Este planteamiento podría hacerse compatible con el sistema de perfiles lingüísticos, si bien exigiría revisar su funcionalidad respecto de los procedimientos de acceso, en la medida que el conocimiento del euskera, acomodado a las funciones y naturaleza de las plazas, actuaría, por regla general, como condición, salvo excepciones justificadas.

			La propuesta podría articularse mediante una modificación puntual de la Ley 11/202255 para introducir:

			
					El criterio general aplicable en los procesos selectivos para el acceso a la función pública vasca sería la necesidad de acreditar el conocimiento adecuado del euskera y del castellano tanto en la expresión oral como en la escrita, en el grado adecuado a las funciones propias de las plazas de que se trate.

					Las Administraciones públicas vascas podrán, de manera justificada, inaplicar la regla general, excluyendo la acreditación del conocimiento del euskera para determinadas plazas, en atención a las circunstancias sociolingüísticas de su ámbito geográfico de aplicación, o de aquellos otros criterios que se determinen en sus instrumentos de planificación lingüística. 

					El límite de la inaplicación de la exigencia de conocimiento de las lenguas oficiales en el acceso vendrá determinado por el resultante de aplicar el índice de obligado cumplimiento en el conjunto de dotaciones de la Administración correspondiente. El índice de obligado cumplimiento tendrá, en todo caso, carácter de mínimo, y las Administraciones públicas vascas podrán ampliarlo en atención a los objetivos fijados por cada Administración pública, institución y organismo en sus correspondientes instrumentos de planificación lingüística.
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					5  Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 1797/2023 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Tercera), de 28 de septiembre de 2023 (Recurso 45/2020).

				

				
					6  Efectivamente, la mención a “alegar válidamente el desconocimiento de la lengua” que contenía el artículo 6.2 de la Ley 2/2016 es reproducción de los términos utilizados por el propio Tribunal Constitucional (TC) en el fundamento jurídico 9 de la Sentencia del Tribunal Constitucional 82/1986, de 26 de junio de 1986, donde dijo lo siguiente: 

					La utilización por los poderes públicos de una sola de las lenguas cooficiales puede hacerse indistintamente, por propia iniciativa o incluso a elección de los interesados, cuando así se regule, siempre que no se lesionen los derechos de ningún interesado que pueda alegar válidamente el desconocimiento de la lengua utilizada, lo que sólo puede hacerse respecto de lengua distinta del castellano. El que todo el procedimiento pudiera realizarse en euskera, es consecuencia natural del carácter oficial de esta lengua en la Comunidad Vasca, que conlleva la eficacia, en su ámbito, de la [sic] actuaciones realizadas en la misma [cursiva propia]. 

					Asimismo, se ha de traer a colación, por la similitud en el articulado, el Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales (BOE, núm. 305, 22.12.1986, pp. 41811-41832), cuyo artículo 86 (que lleva por rúbrica “Lengua a emplear”) dispone lo siguiente: 

					1. Las convocatorias de las sesiones, los órdenes del día, mociones, votos particulares, propuestas de acuerdo y dictámenes de las Comisiones informativas se redactarán en lengua castellana o en la lengua cooficial en la Comunidad Autónoma a la que pertenezca la entidad, conforme a la legislación aplicable y a los acuerdos adoptados al respecto por la correspondiente Corporación. 

					2. En los debates podrán utilizarse, indistintamente, la lengua castellana o la cooficial de la Comunidad Autónoma respectiva. 

					Véase también el artículo 110 (“Lengua a emplear y transcripción del Acta de las Sesiones de los Entes Locales Territoriales”]: “1. Será aplicable a la redacción de las actas lo dispuesto en el artículo 86.1, en cuanto a la utilización de las lenguas”. Repárese que el artículo 86.1 de esta norma estatal remite a la legislación aplicable y a los acuerdos adoptados por la corporación sobre la utilización del castellano o del euskera en la redacción de los documentos que cita (que reproduce el art 6.2 de la Ley 2/2016). El segundo párrafo del mismo artículo 86 no limita el uso de una u otra lengua en los debates. Este mismo planteamiento es el que sería llevado al artículo 6.2 de la Ley 2/2016, anulado por el TC en la STC 85/2023.

				

				
					7  El punto de partida del TC en esta sentencia es que cuando la Administración resolviese que el euskera fuera la lengua a utilizar dejaría al castellano, injustificadamente, desprovisto de toda posibilidad de uso; la igualdad de ambas lenguas quiebra por completo y “las entidades locales del País Vasco, como poder público, no pueden tener preferencia por ninguna de las dos lenguas oficiales”. Sobre esas premisas, el TC concluye, en el fundamento jurídico 4, diciendo lo siguiente:

					Se condiciona su traducción o eventual redacción en forma bilingüe a que se alegue válidamente el desconocimiento del euskera por algún miembro de la entidad local. Con dicha exigencia se quiebra el equilibrio lingüístico entre las dos lenguas cooficiales al condicionarse el uso del castellano al desconocimiento del euskera, de modo que los derechos de libre opción en materia lingüística de quien representa a los ciudadanos en las entidades locales se restringen de forma injustificada.

					El TC entiende que el precepto condiciona la libertad de uso del castellano, pero eso no es lo que decía el precepto anulado, que no hacía más que establecer un límite a la posibilidad de que el municipio pudiera decidir que se utilizara el euskera en la redacción de la documentación. El voto particular de Laura Díez Bueso, al que se adhiere Ramón Sáez Valcárcel, pone en evidencia el cambio jurisprudencial al afirmar que:

					Se aplica la doctrina de la preferencia a una norma que no la establece[...]. Si se considera que la mera solicitud del castellano es inconstitucional, la consecuencia ineludible es que las comunicaciones con los particulares y en el seno de los entes locales deberán ser en todo caso en formato bilingüe. [...] la presente cuestión de inconstitucionalidad no enjuicia el uso del término “preferente”, pues es evidente que el art. 6.2 de la Ley de instituciones locales de Euskadi no lo recoge, y aun así se le aplica la doctrina de las sentencias de 2010 [...]. Este impropio planteamiento provoca, además, una consecuencia jurídica indebida. La consideración del euskera como lengua de uso normal hubiera debido conducir a la declaración de conformidad con la Constitución Española (CE) del inciso “siempre que no se lesionen los derechos de ningún miembro de la entidad local”, puesto que la regulación que hace la ley vasca encaja perfectamente en lo que hasta ahora se ha entendido como uso normal de la lengua.

					El voto concluye afirmando lo siguiente: 

					No debería considerarse una formalidad o condición prohibida la necesidad de solicitar la comunicación en castellano, pues la doctrina constitucional ha admitido la regla general del uso normal de la lengua propia y la solicitud en caso de querer recibir las comunicaciones en castellano. Considerar que la mera solicitud supone una formalidad o condición que vulnera el art. 3.1 CE supondría acabar con el régimen de cooficialidad que este tribunal viene construyendo desde los años ochenta. Y a nivel práctico el resultado sería, necesariamente, el bilingüismo generalizado: si ni siquiera se puede exigir la solicitud del castellano, toda la documentación debe estar al alcance en las dos lenguas.

				

				
					8  Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 1797/2023, FJ 3: 

					En este punto es de aplicación el criterio que se recoge por el Tribunal Constitucional en la Sentencia que resuelve la cuestión de inconstitucionalidad planteada en autos y la nulidad del inciso “que puedan alegar válidamente el desconocimiento del euskera” del art. 6.2 de la Ley 2-2016, de 7 de abril, de Instituciones Locales de Euskadi implica a su vez la nulidad de la parte del inciso segundo del apartado nº 1 del art. 18 del Decreto en que se transcribe un texto similar. [...] el texto que se anula exclusivamente es el siguiente: ”que pudiera alegar válidamente el desconocimiento de la lengua utilizada”. 

				

				
					9  Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para el País Vasco. (BOE, núm. 306, 22.12.1979, pp. 29357-29363).

				

				
					10  STSJPV 1797/2023, FJ 3:

					El apartado nº 3 lo que hace es señalar que el empleo de la lengua vasca se ha de adaptar las peculiaridades que concurran en la comunidad de que se trate. No se dispone en este apartado que solo se utilice el euskera en determinadas zonas; lo que se establece es que cuando se utilice esta lengua ha de acomodarse a las características dialectales y sociales de sus destinatarios.

				

				
					11  STSJPV 1797/2023, FJ 3: “Cuestión distinta es la del apartado nº 2 y es que su inciso segundo no deja duda de su finalidad, esto es, que en el municipio se termine utilizando únicamente el euskera y esto supone excluir la utilización del castellano”. 

				

				
					12  STSJPV 1797/2023, FJ 3: 

					Ocurre en este caso lo mismo que hemos expuesto con relación al artículo anterior y es que el apartado nº 1 de este art. 11, al hacer depender de la situación sociolingüística del municipio las medidas que a continuación pasa a enumerar, está reconociendo que en tales supuestos el castellano podrá ser completamente excluido en favor del euskera. 

					Es ese apartado nº 1 el que sirve de fundamento a los restantes y es por eso que anulado el mismo decaen sucesivamente en su validez también los restantes. 

				

				
					13  STSJPV 1797/2023, FJ 3: 

					El precepto, a la luz de su texto, en la medida en que adopta la situación sociolingüística de la localidad como único parámetro y permite por ello la utilización exclusiva del euskera ha de anularse por las mismas razones que hemos expuesto respecto del artículo anterior. En resumen, se trata de una norma que quiebra, en todo caso cuenta con ese potencial, el equilibrio entre ambas lenguas y permite la exclusión del castellano vulnerando el art. 3 de la Constitución; por ello son aplicables, y por las razones que en ella se recogen, las consecuencias de la Sentencia nº 82/1986 del Tribunal Constitucional.

				

				
					14  Ley 10/1982, de 24 de noviembre, básica de normalización del uso del Euskera. (BOPV, núm. 160, 16.12.1982, pp. 3138-3146).

				

				
					15  Sentencia del Tribunal Constitucional 82/1986, de 26 de junio de 1986.

				

				
					16  STSJPV 1797/2023, FJ 3: 

					Los apartados nº 2 y 4 como quiera que su contenido concreto se hace depender de la legislación básica estatal sobre procedimientos administrativos y administraciones públicas, así como de la Ley 10-1982 de normalización del uso del euskera no presenta duda alguna; y criterio similar, recuérdese, se puede inferir de los apartados nº 4 y 5 de la Sentencia que resuelve la cuestión de inconstitucionalidad unida a las actuaciones. El inciso primero del apartado nº 3 al aludir a las circunstancias sociolingüísticas para facultar a la entidad local a emplear exclusivamente el euskera sí supone una exclusión del uso del castellano que da lugar a que deban aplicarse aplicar por ello los fundamentos y consecuencias de la Sentencia nº 82-1986 del Tribunal Constitucional antes transcrita. 

				

				
					17  STSJPV 1797/2023, FJ 3: 

					El recurso se fundamenta en los informes jurídicos antes mencionados y es así que estos se emitieron con relación al proyecto de reglamento. Dichos informes dudaban, citando varias resoluciones, acerca de la constitucionalidad de la norma al imponer un trato preferente en favor del euskera en este caso. A nuestro juicio la solución se inclina en favor de la parte recurrente y de estos informes que, con sus dudas, no dejan de respaldarlo y es que en la medida en que atiende a una sola de las situaciones posibles cual es que sea la Administración quien de inicio al acto de comunicación y no a la inversa impone una solución única favorable desproporcionadamente al euskera y es que va a ser el ciudadano quien cuando inicie la comunicación determine la lengua en que debe ser atendido como premisa inicial. La solución, en definitiva, debió haber sido la misma que la ofrecida en el punto nº 2.a) para las comunicaciones escritas. Criterio similar debe aplicarse respecto del apartado “e” en la medida en que la utilización exclusiva del euskera cuando la comunicación con el ciudadano parte de la propia Administración supone una imposición a la libertad lingüística del destinatario del mensaje que puede ignorar el euskera o sencillamente preferir que las comunicaciones sean en castellano. Por esto como quiera que el destinatario del mensaje es un grupo indeterminado el equilibrio entre ambas lenguas impone que o bien se efectúe en ambas o bien en aquella que todos tienen el deber de conocer pudiendo añadirse la opción de que el receptor a su vez comunique a la Administración la lengua en la que quiera que en lo sucesivo se le transmitan las informaciones a que hubiese lugar en el tipo de comunicaciones a las que el apartado del precepto alude.

				

				
					18  Sobre las cláusulas lingüísticas en la contratación pública, véase Amodeo-Souto, Carlos-Alberto. (2018). Las clausulas lingüísticas en la contratación pública. Revista Vasca de Administración Pública, 111, 19-57. https://doi.org/10.47623/ivap-rvap.111.2018.01

				

				
					19  STSJPV 1797/2023, FJ 3: 

					El apartado nº 7 al ser la Administración quien confecciona las condiciones de ejecución del contrato desde una posición de superioridad condiciona la libertad lingüística de los contratistas, actúa o puede actuar de forma desproporcionada en favor de una de las lenguas en lugar de preservar en todo caso el equilibrio, solución esta que se atendería de quedar en manos del destinatario último de la libre elección de lengua como es el contratista. [...] El texto de la norma incluso permite la discriminación de contratistas en función de su desconocimiento del euskera o de su voluntad de expresarse en castellano.

				

				
					20  Sentencia del Tribunal Supremo 250/2017 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Tercera), de 14 de febrero de 2017:

					La consecuencia de lo dicho es que si el Ayuntamiento está apoderado desde la normativa autonómica expuesta para adoptar medidas de normalización y debe adoptarlas en relación a la forma de prestación de servicios, si éstos se prestasen directamente su regulación afectaría al régimen de empleo público, pero si la gestión es indirecta, afectará a las exigencias para lograr la adjudicación del contrato.

				

				
					21  Resolución 179/2018, de 13 de diciembre de 2018, de la Titular del Órgano Administrativo de Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma de Euskadi / Euskal Autonomia Erkidegoko Kontratuen inguruko

					Errekurtsoen Administrazio Organoaren titularra, en relación con el recurso especial en materia de contratación interpuesto por la empresa EKOLEDS INNOVATIONS, S.L. en el procedimiento de resolución del recurso especial en materia de contratación frente a los pliegos que han de regir el contrato de “Servicios energéticos y mantenimiento con garantía total del alumbrado público en Villabona”, tramitado por el Ayuntamiento de Villabona, donde se lee lo siguiente: 

					Las empresas contratistas no tienen el mismo derecho que tienen los ciudadanos a escoger libremente la lengua de su elección en la prestación del servicio o suministro que se les ha encomendado cuando en su ejecución se tengan que relacionar con el poder adjudicador que ha adoptado medidas de uso del euskera en su funcionamiento “ad intra” o cuando existan obligaciones de respeto del derecho de opción de los usuarios, y estas sean proporcionales. Debemos añadir, como señala el informe 1/2016, de 29 de febrero de 2016 de la Comisión permanente de la Junta Asesora de la Contratación Administrativa de Euskadi, que la relación entre el personal de la contrata encargado de ejecución del contrato y la Administración contratante no es una relación de sujeción general, ni dicho personal actúa en ejercicio de los derechos que corresponden al ciudadano como tal, sino en el marco de una relación contractual de sujeción especial regida por las especiales normas y pactos establecidos por ambas partes para dicha relación, siempre que se respete lo establecido en la LCSP.

				

				
					22  STSJPV 1797/2023, FJ 3: 

					El apartado nº 8 inciso primero también impone una actuación que rompe o potencialmente puede quebrar el mencionado equilibrio y es que al imponer a la adjudicataria la obligación de procurar que las relaciones con los destinatarios de sus actividades se desarrollen en euskera está introduciendo un factor desestabilizador de aquel equilibrio ya que implica actuaciones que excluyen el uso del castellano. A pesar de que en las frases posteriores se resuelve la situación de modo similar al que veíamos en preceptos anteriores al resultar ser finalmente el destinatario de la comunicación quien decida qué idioma se va a utilizar la realidad es que este inciso primero no se cohonesta con dicho proceder y resulta ser un elemento de distorsión injustificado que por contrario al principio constitucional de cooficialidad ha de decaer. 

				

				
					23  STSJPV 1797/2023, FJ 3: 

					El punto 10 en la medida en que faculta a que la Administración pueda encargar informes y estudios exclusivamente en euskera impone un trato de discriminación injustificado y desproporcionado con el castellano que resulta lesivo tanto para este como para la libertad lingüística de los contratistas encargados de la confección de tales informes, de los propios empleados públicos y de los cargos de elección popular integrantes de la Administración de que se trate. Debe por ello, en aplicación de la doctrina constitucional reiteradamente expuesta, ser anulado. 

				

				
					24  Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 2294/2023 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Tercera), de 4 de octubre de 2023 (Recurso 48/2020).

				

				
					25  Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 986/2021 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Tercera), de 4 de mayo de 2021 (Recurso 602/2020).

				

				
					26  Sentencia del Tribunal Supremo 3737/2022 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Cuarta), de 18 de octubre de 2022 (Recurso 2145/2021).

				

				
					27  Esta sentencia fue objeto de comentario en esta misma revista: Urrutia Libarona, Iñigo, y Urrutia Pujana, Leixuri. (2021). Crónica legislativa del País Vasco. Primer semestre de 2021: “Acceso a la función pública y discriminación por razón de lengua”. Revista de Llengua i Dret, Journal of Language and Law, 76, 284-294. https://doi.org/10.2436/rld.i76.2021.3744. Recuérdese que, en aquella sentencia, el TSJPV entendió que: 

					La legislación reguladora de esta materia trata de encontrar un equilibrio entre el derecho de los ciudadanos a relacionarse con la administración en euskera y el derecho de los castellanohablantes a acceder a los cargos públicos. La administración ha de buscar la vía para garantizar la posibilidad de que los ciudadanos puedan relacionarse con ella en euskera sin que ello suponga una discriminación en su derecho a acceder al empleo público para los ciudadanos que no conocen ese idioma. De tal modo que no cabe que se exija el conocimiento del euskera para acceder a todos los cargos públicos [...]. La exigencia de conocimiento del idioma a los aspirantes a un cargo público tiene sentido en cuanto es necesaria para garantizar ese derecho [de uso por parte de la ciudadanía]. Más allá de ello, podemos considerar que constituye un requisito discriminatorio que afecta al derecho de los ciudadanos a acceder al empleo público en condiciones de igualdad, en la medida en que se estaría dando preferencia a un grupo de ciudadanos frente a otros por el mero hecho de que aquellos conozcan la lengua cooficial, pese a que ello no sea necesario para garantizar el derecho de los administrados a relacionarse con la administración en euskera. [...] Hemos de tener en cuenta que no es necesario que todos los agentes de la policía municipal conozcan el euskera para garantizar a los ciudadanos su derecho a relacionarse con la administración utilizando esa lengua. Sería suficiente con que uno de los integrantes de cada pareja y alguno de los agentes que atienda al público conozcan el idioma. Sin embargo, la administración ha optado aquí por exigir, como requisito ineludible para poder aspirar a ser policía municipal, acreditar un determinado nivel de euskera. Requisito que, como hemos explicado, no está justificado para garantizar los derechos de los ciudadanos y que, de este modo, se ha convertido en un elemento de discriminación hacia una parte importante de la población. (FJ 4)

				

				
					28  Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 2117/2023 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Segunda), de 20 de octubre de 2023 (Recurso 349/2021).

				

				
					29  Decreto 72/2021, de 23 de febrero, de modificación de los Decretos por los que se aprueban las relaciones de puestos de trabajo de la Administración de Justicia en la Comunidad Autónoma del País Vasco. (BOPV, núm. 42, 26.02.2021, pp. 1-10).

				

				
					30  Ley 13/2019, de 27 de diciembre, por la que se aprueban los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Euskadi para el ejercicio 2020. (BOPV, núm. 248, 31.12.2019, pp. 1-146).

				

				
					31  Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público. (BOE, núm. 261, 31.10.2015, pp. 103105-103159).

				

				
					32  Ley 9/1987, de 12 de junio, de órganos de representación, determinación de las condiciones de trabajo y participación del personal al servicio de las Administraciones públicas. (BOE, núm. 144, 17.06.1987, pp. 18284-18290).

				

				
					33  Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. (BOE, núm. 157, 02.07.1985, pp. 20632-20678).

				

				
					34  Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 377/2011 (Sala de lo Social, Sección Primera), de 5 de abril de 2011. (Recurso 452/2011).

				

				
					35  Decreto 174/2010, de 29 de junio, de Normalización Lingüística de la Administración de Justicia en la Comunidad Autónoma de Euskadi. (BOPV, núm. 132, 12.07.2010, pp. 1-13).

				

				
					36  Sentencia del Tribunal Supremo 457/2018 de 13 de febrero (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Cuarta), de 13 de febrero de 2018 (Recurso 2215/2015).

				

				
					37  Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 2482/2023 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Tercera), de 13 de diciembre de 2023 (Recurso 310/2023).

				

				
					38  Resolución 655/2021, de 19 de mayo, de la Directora General de Osakidetza-Servicio vasco de salud, por la que se procede a la publicación del nombramiento como personal estatutario fijo de las personas adjudicatarias incluidas en el anexo por el turno de promoción interna en la categoría de Titulado Superior Letrado (puestos funcionales de Letrado y Técnico Superior Jurídico) con destino en las organizaciones de servicios de Osakidetza-Servicio vasco de salud. (BOPV, núm. 113, 10.06.2021, pp. 1-4).

				

				
					39  Acuerdo de 25 de enero de 2018, del Consejo de Administración de Osakidetza-Servicio vasco de salud, por el que se aprueban diversos criterios sobre inclusión de plazas y desarrollo del proceso selectivo, correspondiente a la oferta pública de empleo 2016-2017 de Osakidetza-Servicio vasco de salud. (BOPV, núm. 22, 31.01.2018, pp. 1-6).

				

				
					40  Resolución 176/2018, de 14 de febrero, de la Directora General de Osakidetza-servicio vasco de salud, por la que se aprueban las bases específicas que han de regir el proceso selectivo para la adquisición del vínculo estatutario fijo en la categoría de Titulado superior Letrado (puestos funcionales de Letrado y Técnico superior jurídico) del Grupo Profesional de Técnicos superiores con destino en las organizaciones de servicios sanitarios de Osakidetza-servicio vasco de salud. (BOPV, núm. 45, 05.03.2018, pp. 1-16).

				

				
					41  Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. (BOE, núm. 236, 02.10.2015, pp. 89343-89410).

				

				
					42  Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 2473/2023 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Tercera, de 2 de noviembre de 2023 (Recurso 256/2022).

				

				
					43  Decreto 86/1997, de 15 de abril, por el que se regula el proceso de normalización del uso del Euskera en las Administraciones Públicas de la Comunidad Autónoma de Euskadi. (BOPV, núm. 72, 17.04.1997, pp. 6116-6145).

				

				
					44  Ley 6/1989, de 6 de Julio, de la Función Pública Vasca. (BOPV, núm. 144, 28.07.1989, pp. 4954-5001).

				

				
					45  Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 2169/2023 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Segunda), de 4 de octubre de 2023 (Recurso 924/2022).

				

				
					46  Orden de 22 de septiembre de 2022, del Consejero de Educación, por la que se convoca proceso excepcional de estabilización de empleo temporal de larga duración en los Cuerpos de Profesores y Profesoras de Enseñanza Secundaria, de Escuelas Oficiales de Idiomas, de Música y Artes Escénicas, de Artes Plásticas y Diseño, de Maestras y Maestros y en el Cuerpo a extinguir de Profesores Técnicos y Profesoras Técnicas de Formación Profesional de la Comunidad Autónoma del País Vasco. (BOPV, núm. 188, 30.09.2022, pp. 1-45).

				

				
					47  Decreto 190/2011, de 30 de agosto, por el que se establecen criterios para determinar los perfiles lingüísticos y las fechas de preceptividad en los puestos de trabajo docentes de Formación Profesional. (BOPV, núm. 179, 20.09.2011, pp. 1-4).

				

				
					48  Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de Vitoria-Gasteiz 2754/2023 (Sección Primera), de 1 de junio de 2023.

				

				
					49  Orden de 22 de abril de 2021, de la Consejera de Gobernanza Publica y Autogobierno, por la que se convoca proceso selectivo para constituir una relación de personas candidatas propia de la Comunidad Autónoma de Euskadi para la provisión, mediante nombramiento interino, de puestos reservados a personal funcionario de Administración Local con habilitación de carácter nacional de la subescala de Secretaría-Intervención en las entidades locales de la Comunidad Autónoma de Euskadi. (BOPV, núm. 87, 06.05.2021, pp. 1-19).

				

				
					50  Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional. (BOE, núm. 67, 17.03.2018, pp. 30813-30858).

				

				
					51  Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el trabajo de duración determinada. (DOUE L, núm. 175, 10.07.1999, pp. 43-48).

				

				
					52  Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. (BOE, núm. 167, 14.07.1998, pp. 23516-23551).

				

				
					53  Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 1807/2023 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Tercera), de 31 de mayo de 2023 (Recurso 1165/2021):

				

				
					54  Decreto 138/1983, de 11 de Julio, del Departamento de Educación y Cultura, por el que se regula el uso de las lenguas oficiales en la enseñanza no universitaria en el País Vasco. (BOPV, núm. 108, 19.07.1983, pp. 2471-2475).

				

				
					55  Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público Vasco. (BOPV, núm. 245, 26.12.22, pp. 1-155).
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Resumen

El trabajo recoge las novedades jurisprudenciales y normativas relativas al régimen juridico de uso del euskera en
Euskadi, producidas en el segundo semestre de 2023.
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